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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Dictámenes correspondientes a la Décima Tercera Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

22 de mayo del año 2018.

Lectura de Dictámenes Constitucionales:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto, por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 117 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscribe, mediante la cual se propone establecer que la educación pública que el Estado debe de otorgar a los escolares, deberá de contribuir a una mejor convivencia humana, fomentando el cuidado, preservación y protección del medio ambiente y de todos los seres vivos que forman parte de este, incluyendo a los animales domésticos, bajo la perspectiva de consolidar una conducta pacífica y amigable hacia todos los seres vivos.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a dos iniciativas, la primera de ellas, la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís; y la segunda, la iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la reforma del Artículo 14 Fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, presentada por la Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA). 

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a un oficio del C. Ramiro Pérez Arcineaga, Octavo Regidor con licencia del Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila, mediante el cual solicite se designe al C. Víctor Manuel Luna Olvera, para desempeñar las funciones de Regidor de dicho Ayuntamiento, en su sustitución.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a un oficio enviado por el Profr. Francisco Javier Pedroza Alvarado, Secretario del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero Coahuila de Zaragoza, mediante el cual envía una certificación del acta de cabildo de la sesión en donde se presentó una solicitud de licencia de la C. María Concepción Delgado Lara, como Síndico de Mayoría del mencionado Ayuntamiento, para efecto de que este Congreso del Estado, resuelva lo procedente, y designe a la persona que la sustituirá en el cargo.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a dos escritos, el primero de ellos suscrito por los CC. Luis Javier Castañeda, Benita Ríos Alvarado, Margarito Ramírez, Socorro Rodríguez F., Gustavo Alfonso Nava Ríos, Flor Margarita Froto  y Norma Patricia Fraire, integrantes de la Asociación Hagámoslo Bien Unidos Viesca, mediante el cual solicitan se analice la actuación del Presidente Municipal de dicho Municipio, y  se somete a consideración su estadía en el cargo; el segundo escrito, suscrito por el C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor y la C. Blanca Zuleima Nava Rodríguez, Síndico de Vigilancia, mediante el cual exponen una serie de irregularidades cometidas por parte del Presidente Municipal, C. Óscar Jaramillo Muruaga, solicitando la revocación de su mandato.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación al escrito suscrito por los CC. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Parras de la Fuente, mediante el cual señalan que en forma sistemática y grave  el Presidente Municipal de dicho Municipio, sigue actuando en contra de los ordenamientos legales que rigen el funcionamiento del Municipio y solicitan se inicie el procedimiento der evocación o suspensión del mandato del C. Evaristo Armando Madero Marcos.


F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Sacramento, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para continuar con los trámites de escrituración de las enajenaciones a título oneroso de los lotes de terreno con una superficie de 336,223.30 m2, en los que se encuentra constituido una parte del asentamiento humano irregular denominado “7 DE ABRIL”, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de  llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, en virtud de que el decreto número 15 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de marzo de 2015, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso, un excedente de vialidad en desuso con una superficie de 240.50 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la C. Rosa Leonor Herrera Arreola, con objeto de obtener certeza jurídica de la ampliación y construcción de su casa habitación y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, el cual se desincorporo con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 21 de octubre de 2014.

Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto, por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 117 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 06 del mes de abril del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de Decreto, por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 117 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto, por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 117 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La presente iniciativa nace de la necesidad de reconocer el trato digno y respetuoso a los animales, para el efecto de inhibir los actos de los seres humanos que atenten en contra del medio ambiente; la naturaleza y la dignidad de toda forma de vida.

En ese sentido, el maltrato animal es una acción humana que nos debe de generar una mayor preocupación social, ya que diversos ciudadanos organizados han convocado a marchas, reuniones y seminarios, para que las personas nos alejemos de esas prácticas inhumanas y contrarias a la naturaleza social del ser humano, y para tal efecto, se han creado asociaciones civiles no gubernamentales para buscar la tutela y protección de esos seres vivientes tanto a nivel nacional, y especialmente en el estado de Coahuila de Zaragoza.

Uno de los logros significativos de esta causa de lograr el respeto del hombre hacia los animales, a la naturaleza y a toda forma de vida, es la Declaración Universal de los Derechos del Animal, que data del 23 de septiembre de 1977, misma que fue aprobada por la Liga Internacional de los Derechos del Animal, y las Ligas Nacionales afiliadas a ella, en su tercera reunión efectuada en Londres, Inglaterra, del 21 al 23 de septiembre de dicho año.

Así mismo, diversos países a nivel internacional atendiendo esa realidad han regulado en sus respectivas leyes, el tema relativo a la protección, respeto y trato digno a los animales, tales como: Inglaterra, Australia, Holanda, Bélgica, Argentina, España, Canadá, Suecia, Dinamarca, Grecia, Singapur, Bolivia, Colombia, Perú, Costa Rica, Brasil y Paraguay entre otros.

Resulta importante destacar, que en nuestro país se han tenido algunos avances tanto a nivel Federal como Estatal, logros que se vieron reflejados en las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del día 5 de noviembre de 2013, en donde se definieron los conceptos de crueldad y maltrato animal, así como el significado del trato digno y respetuoso a esos seres vivos sensibles, tal y como quedó comprendido en las fracciones X, XXVI y XLVII del artículo tercero de la Ley General de la Vida Silvestre.

Así mismo, la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México, puso la pauta para reconocer legalmente la protección y el trato respetuoso y pacífico a los animales, para el efecto de inhibir las prácticas incivilizadas de maltrato y crueldad animal.

En ese sentido, esta iniciativa busca hacer una realidad que en el capítulo relativo a la instrucción pública de los habitantes del estado, se incorpore que en el derecho a la educación que el Estado de Coahuila se debe de otorgar a los escolares, se incluya que además de una educación orientada a lograr el desarrollo armonioso de la personalidad humana, el amor a la Patria y el respeto a los derechos humanos, que dicha educación contribuya a la mejor convivencia humana, y de éstos con los demás seres vivientes sensibles, para que se instruya a los alumnos en el trato digno y respetuoso hacia los animales, a la naturaleza y a cualquier forma de vida de todo ser sensible, bajo la premisa de hacer presente y real una conducta pacífica y amigable  hacia los seres vivientes.

Dado lo anterior, para el Partido Acción Nacional es de sumo interés aprobar reformas legales como la que hoy se plantea, para la debida protección de los animales, y el correspondiente trato respetuoso y digno de los humanos hacia la naturaleza y de esos seres sensibles con quienes cohabitamos. 

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, coincidimos en la importancia de realizar acciones que coadyuven a buscar una conducta pacífica y por ende amigable entre y hacia los seres vivos.

Aunado a lo anterior, consideramos acertado que en nuestra constitución local, quede establecido que la educación pública que se otorgue a los escolares deberá de contribuir a una mejor convivencia humana, fomentando el cuidado, preservación y protección del medio ambiente y de todos los seres vivos que forman parte de este, incluyendo a los animales domésticos, bajo la perspectiva de consolidar una conducta pacífica y amigable hacia todos los seres vivos.

Los integrantes de esta comisión, consideramos que la educación para la convivencia así como la educación en valores, primordialmente se hace en la familia, en la sociedad y el entorno de los seres humanos, pero también es cierto que el sistema educativo no puede desentenderse de la formación de buenos ciudadanos.

Es por lo anterior, que siempre estaremos abiertos a realizar las reformas y acciones que ayuden a mejorar nuestra sociedad, desde cualquier entorno, buscando siempre la armonía y paz social.

En virtud de las consideraciones que anteceden, es que estimamos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 117, RECORRIENDO EL QUE ACTUALMENTE OCUPA ESE LUGAR A LA TERCERA POSICIÓN, HACIENDO LO PROPIO CON LOS RESTANTES PÁRRAFOS, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 117. …

La educación pública que el Estado debe de otorgar a los escolares deberá de contribuir a una mejor convivencia humana, fomentando el cuidado, preservación y protección del medio ambiente y de todos los seres vivos que forman parte de este, incluyendo a los animales domésticos, bajo la perspectiva de consolidar una conducta pacífica y amigable hacia todos los seres vivos.

El Ejecutivo del Estado a través de la Secretaría de Educación propondrá y en su caso aplicará los planes y programas de estudio de educación preescolar, primaria, secundaria y normal previamente determinados por la federación.  

Por lo que respecta al nivel bachillerato, la autoridad educativa estatal regulará en coordinación con la autoridad educativa federal los planes y programas de estudio, una vez establecido el marco curricular común.  

Se garantizará el derecho a la calidad en la educación obligatoria, de manera que los materiales y métodos educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa, la idoneidad de los docentes y los directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos, así mismo gozarán de las prerrogativas que reconoce la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte.

A fin de garantizar la idoneidad de los docentes y los directivos, el ingreso al servicio profesional y la promoción a cargos con función de dirección o de supervisión en la educación básica y media superior que imparta el Estado, se realizará mediante concursos de oposición, en los términos que señala la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus leyes reglamentarias. 

El ingreso, la promoción, el reconocimiento y la permanencia en el servicio profesional se realizarán mediante evaluaciones obligatorias que garantizarán los conocimientos y capacidades que correspondan, y con pleno respeto a los derechos constitucionales de los trabajadores de la educación. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.-  Dentro de los sesenta días posteriores a la entrada en vigor de este decreto, el Poder Legislativo realizará las adecuaciones legislativas necesarias para garantizar en las leyes correspondientes una educación a los escolares que fomente en ellos el cuidado, preservación y protección del medio ambiente y los seres vivos en los términos planteados en la presente reforma.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a dos iniciativas, la primera de ellas, la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís; y la segunda, la iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la reforma del Artículo 14 Fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, presentada por la Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA) y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 01 y 08 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, las iniciativas a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dichos acuerdos, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, y la iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la reforma del Artículo 14 Fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, presentada por la Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA) y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, y la iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la reforma del Artículo 14 Fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, presentada por la Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA) se basan entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

A través de la presente iniciativa se propone el modificar los artículos 18, 29 y 30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, derivado de la estrategia de modernización y reingeniería administrativa vigente, la cual promueve diversas acciones tendientes a reformular de manera integral, los procesos organizacionales y administrativos, a fin de optimizar los recursos humanos y materiales. 

Mediante esta propuesta se busca ampliar las atribuciones de la actual Secretaría de Infraestructura y Transporte, incorporando las relativas al ordenamiento territorial y desarrollo urbano, que actualmente se encuentran a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Urbano.

Dicha reforma, además del ajuste de denominación a Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad, y a Secretaría de Medio Ambiente, respectivamente, traerá importantes beneficios, puesto que, permitirá concentrar esfuerzos en la promoción, coordinación, regulación y ejecución de acciones para satisfacer las demandas de infraestructura de los núcleos de población, de manera que se logre el desarrollo ordenado y sustentable de las comunidades urbanas y rurales del Estado.

La modificación permitirá ejecutar de manera eficiente y oportuna la formulación, planeación y evaluación de obras de infraestructura que satisfaga las demandas sociales y que además permitan detonar el desarrollo de la entidad, puesto que, resulta imposible el desarrollo de una infraestructura moderna y eficiente, sin una verdadera vinculación de las políticas de suelo, de infraestructura, y de los ordenamientos territoriales.

La modernización de los instrumentos de planeación urbana en coordinación con los sectores público y privado, que permita el desarrollo eficiente y oportuno, a través de la ejecución de obras de infraestructura, equipamiento y suelo urbano, propiciando el crecimiento equilibrado y ordenado del Estado.

Es importante resaltar que, la reorganización planteada no generará impacto presupuestario alguno, sino que por el contrario permitirá una optimización de recursos financieros y humanos al concentrar las acciones para el desarrollo urbano, la infraestructura productiva y social, así como la modernización de vías de comunicación, en una sola dependencia.

De igual forma, la presente iniciativa plantea la armonización y unificación de los principales ordenamientos jurídicos que se verán impactados por el reordenamiento planteado, como lo son la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza y Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Con lo anterior, se responderá al compromiso gubernamental de expandir responsablemente la infraestructura y la obra pública de calidad, así como la estructuración del desarrollo urbano de Coahuila de Zaragoza, de manera sostenida y sustentable. 

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia estimamos que ambas propuestas legislativas contemplan la modificación del mismo ordenamiento legal, por lo que resulta aplicable lo previsto en el artículo 129 de la ley orgánica de este H. Congreso, que en su párrafo sexto dispone que:

 “[t]ratándose de dictámenes de iniciativas de reforma parcial a una ley, en estos deberán incluirse todas las propuestas que en tiempo y forma hayan presentado las diputadas y los diputados, el Gobernador del Estado, los ciudadanos y las demás entidades facultadas para presentar iniciativas de ley, cuando versen sobre un mismo tema o asunto de fondo”.

En este orden de ideas quienes integramos la presente Comisión, efectuamos el estudio de ambas iniciativas, por lo que dividiremos este estudio en dos apartados.

Apartado A.

Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís.
Esta iniciativa, plantea reformar diversos artículos de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como la armonización y unificación de los principales ordenamientos jurídicos que a raíz de la presente reforma se verán impactados, como lo son la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza y Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Así, quienes dictaminamos observamos que esta iniciativa persigue el objeto de modificar los artículos 18, 29 y 30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza,  a efecto de ampliar las atribuciones de la actual Secretaría de Infraestructura y Transporte, incorporando las relativas al ordenamiento territorial y desarrollo urbano, que actualmente se encuentran a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Urbano.

Dicha reforma, además contempla el ajuste de las denominaciones de las referidas dependencias, pasando la Secretaría de Infraestructura y Transporte a ser la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad, y la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Urbano a Secretaría de Medio Ambiente.

Los que integramos esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, consideramos que es de gran importancia, que en nuestro estado, se esté en un constante análisis del entorno y las necesidades de nuestra entidad, de manera tal que sean adoptadas en la regulación las adecuaciones y estrategias necesarias, a fin de que den respuesta a las exigencias de modernización en materia de planeación urbana.

Asimismo, estamos seguros de que estas acciones legislativas coadyuvan a una buena gestión y modernización de las instituciones públicas, lo cual consideramos que tal y como se señala en la exposición de motivos, ayudará a expandir responsablemente la infraestructura y la obra pública de calidad e impactará favorablemente en la calidad de vida de la población.

Además de lo anterior, estimamos como un punto muy importante, el que se haya contemplado que esta propuesta no genere impacto presupuestario alguno, ya que se optimizarán los recursos humanos y financieros para lograr la eficiencia en el desarrollo de la entidad. Por lo que quienes dictaminamos consideramos oportuna la reforma en los términos en los que fue planteada.

Apartado B.

Iniciativa con Proyecto de Decreto, relativa a la reforma del artículo 14 Fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, que presenta la Diputada, Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA).

Del análisis de la iniciativa, se desprende que la misma tiene por finalidad la de eliminar de entre los requisitos para ser Secretario del Ramo, los relativos a ser ciudadano coahuilense por nacimiento o ser padre o madre de coahuilense por nacimiento y en este caso, tener residencia efectiva de cinco años anteriores a la designación; o ser ciudadano mexicano con una residencia en el Estado de diez años previos a su nombramiento.

La propuesta se sustenta, de acuerdo a lo referido en la exposición de motivos, en que tales requisitos resultan discriminatorios por razón del lugar de nacimiento y por tanto inconstitucionales.

De acuerdo a la promovente, este tipo de requisitos restringen de manera desproporcionada las posibilidades de que se puedan seleccionar a las personas más calificadas para desempeñar determinados cargos dentro de la administración pública.

Quienes conformamos esta comisión, estimamos oportuno traer a colación el contenido del artículo primero constitucional en la porción normativa referente al derecho a la igualdad y no discriminación, disposición que a la letra señala: 

“Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”
En este sentido, estimamos que los términos en los que se encuentra establecida la norma, genera distinciones artificiales entre las personas y rompe con el principio de igualdad ante la ley, al fijar distinciones en base a ciertas condiciones inherentes a las personas, lo cual es contrario a la dignidad humana y por lo tanto tal y como lo señala la iniciadora es discriminatorio.

Ahora bien, de conformidad a lo que se propone en el proyecto normativo la fracción I del artículo 14  quedaría de la siguiente manera:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento;

Quienes dictaminamos estimamos procedente la reforma a esta fracción en los términos en que es planteada, atendiendo al principio de supremacía constitucional, observando que la misma es acorde a lo previsto en el artículo 87 de la constitución local.

Por las consideraciones antes expuestas, es que estimamos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

PRIMERO.- Se modifica la fracción I del artículo 14, las fracciones IX y X del artículo 18; el artículo 29 y el artículo 30, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 14. Para ser titular de las secretarías del ramo se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento;

II. …

III. .... 

ARTÍCULO 18. …

I. a VIII. …

IX.
Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad;

X.
Secretaría de Medio Ambiente;

XI. a XIII. …

…

…

ARTÍCULO 29. A la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad, le corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I.
Formular, ejecutar y evaluar en el ámbito de su competencia las políticas públicas en materia de desarrollo urbano, ordenamiento territorial, obras públicas, transporte y vivienda;

II.
Coordinar y gestionar la inversión pública en infraestructura estatal y proponer políticas para determinar la idoneidad de obras públicas, así como para la licitación y contratación de las mismas;

III.
Formular y dirigir la ejecución de los planes y programas de obras públicas e infraestructura en la entidad, con el uso de las tecnologías y los sistemas de construcción disponibles que permitan una mayor eficiencia del aprovechamiento del erario, así como decretar la idoneidad de la obra por construir;

IV.
Construir y conservar las obras públicas y la infraestructura de la red de carreteras y vías de comunicación de jurisdicción del Estado y las que se le asignen vía convenios;

V.
Brindar la asesoría técnica a las dependencias y entidades, así como a los municipios que lo soliciten, para la planeación, proyección, contratación, ejecución y supervisión de obras públicas y la conservación de las mismas;

VI.
Licitar y adjudicar contratos de obra pública, así como supervisar y vigilar el cumplimiento a la normatividad vigente y los requisitos técnicos de los proyectos;

VII.
Realizar las acciones técnicas y jurídicas tendientes a la adquisición, expropiación, ocupación temporal, limitación de dominio o servidumbre administrativa de bienes inmuebles o derechos de propiedad necesarios para la ejecución de infraestructura y liberación de derecho de vía; así como integrar y mantener actualizado el inventario de los mismos;

VIII.
Proponer la concesión en la construcción, administración, operación y conservación de carreteras y caminos de cuota de competencia local;

IX.
Supervisar la operación de aeropuertos y aeropistas a cargo del Gobierno del Estado;

X.
Realizar las acciones necesarias tendientes a que el servicio público de transporte se realice con eficiencia, calidad y seguridad para los usuarios;

XI.
Regular, organizar, orientar, aprobar, controlar y en su caso modificar la prestación de los servicios públicos de transporte de competencia estatal con la finalidad de alcanzar el objetivo en materia de movilidad sustentable;

XII.
Promover la celebración de convenios con los municipios para concurrir o compartir funciones que corresponda a éstos en materia de desarrollo urbano, movilidad y transporte público;

XIII.
Normar y supervisar el adecuado funcionamiento del transporte público de competencia estatal, así como otorgar, renovar, prorrogar y cancelar las concesiones y permisos que les correspondan;

XIV.
Expedir, en coordinación con la dependencia competente, las placas y demás documentos de identificación relacionados con la circulación de los vehículos destinados al servicio público de transporte en el Estado;

XV.
Promover una amplia cultura vial a través de programas innovadores en esta materia;

XVI.
Expedir, en coordinación con la dependencia competente, las licencias de conducir en el Estado;

XVII.
Promover y apoyar en coordinación con los municipios, el ordenamiento territorial y el desarrollo urbano sustentable de los asentamientos humanos y los centros de población del Estado;

XVIII.
Promover la creación de reservas territoriales estratégicas y demás acciones necesarias para la construcción de vivienda, obras públicas, vialidades y áreas verdes;

XIX.
Formular, actualizar, ejecutar y evaluar los programas estatales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, de Transporte y Movilidad Sustentable y de Vivienda, así como brindar asesoría y apoyo que le sea requerido por las autoridades municipales de la entidad para la formulación e instrumentación de los programas municipales en estas materias;

XX.
Formular y emitir los dictámenes de congruencia de los programas y planes de desarrollo urbano municipal, así como los dictámenes de impacto urbano de los proyectos y obras públicas y privadas en los términos que fijen las disposiciones legales aplicables;

XXI.
Promover y otorgar, asesoría y asistencia técnica, a las autoridades municipales, en materia de desarrollo metropolitano, coordinación regional e intermunicipal a efecto de fortalecer sus programas de desarrollo urbano, infraestructura y equipamiento urbano;

XXII.
Participar en el ámbito de su competencia, en la elaboración, planeación, ejecución, regulación y evaluación de las políticas, estrategias, programas y proyectos de inversión, en materia de desarrollo urbano, metropolitano, regional e intermunicipal que establezca el Plan Estatal de Desarrollo y los Programas de Desarrollo Urbano aplicables;

XXIII.
Fomentar con la participación de los municipios un desarrollo metropolitano ordenado y el aprovechamiento de los fondos federales y estatales que se dispongan para tal efecto;

XXIV.
Promover y/o efectuar acciones tendientes a la regularización de la tenencia de la tierra urbana y rústica, y de los asentamientos humanos en coordinación con las dependencias o entidades competentes; así como tomar las medidas para subsanar los que ilegalmente ocurran;

XXV.
Promover la planeación en materia de vivienda y la inversión en ésta, el equipamiento y servicios urbanos;

XXVI.
Establecer y vigilar el cumplimiento de los programas de adquisición de vivienda en coordinación, en su caso, con los ayuntamientos y promover el acceso a las personas, principalmente a aquellas que se encuentren en situación de vulnerabilidad, a una vivienda digna y decorosa; 

XXVII.
Imponer las sanciones que procedan por la infracción a los ordenamientos legales correspondientes, y

XXVIII.
Las demás que le confieran expresamente esta ley, otras disposiciones aplicables y aquellas que le encomiende el Titular del Ejecutivo. 

ARTÍCULO 30. A la Secretaría de Medio Ambiente, le corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I.
Formular y conducir en el ámbito de su competencia las políticas públicas en materia de recursos naturales, equilibrio ecológico, saneamiento ambiental, vida silvestre, protección y restauración ecológica y recursos forestales;

II.
Promover el ordenamiento ecológico del territorio estatal, en coordinación con las autoridades federales y municipales y con la participación de la sociedad;

III.
Impulsar políticas transversales en la administración pública para fomentar en la comunidad la formación de actitudes y valores de protección ambiental y de conservación del patrimonio natural; 

IV.
Evaluar el impacto ambiental de las obras y actividades que sean competencia del Estado; resolver sobre los estudios de riesgo ambiental, así como sobre los programas para la prevención de accidentes con consecuencias ambientales;

V.
Dirigir las políticas estatales en materia de prevención y control de la contaminación del ambiente; 

VI.
Coordinar la política estatal de cambio climático; 

VII.
Integrar y actualizar el inventario de todas las fuentes fijas de contaminación que sean de competencia estatal en la entidad; 

VIII.
Establecer las políticas en materia de manejo integral de residuos de manejo especial; y promover y coadyuvar con las autoridades municipales la construcción y mantenimiento de los centros de confinamiento de residuos;  

IX.
Regular la prevención y control de la contaminación de las aguas de jurisdicción estatal, así como de las aguas nacionales que tenga asignadas;

X.
Proponer el establecimiento de áreas naturales protegidas y promover para su administración y vigilancia, la participación de autoridades federales, municipales, universidades, centros de investigación y la sociedad civil;

XI.
Proyectar, construir y conservar obras de defensa que sirvan para la preservación y mejoramiento de terrenos;

XII.
Diseñar y operar los programas que eviten la destrucción por incendios de la riqueza forestal del Estado, con acciones de cultura, prevención, detección oportuna, atención inmediata y coordinación de las diversas autoridades;

XIII.
Proponer y opinar sobre el establecimiento y levantamiento de vedas forestales y de caza y pesca; 

XIV.
Evaluar la calidad del ambiente y promover el sistema de información ambiental, en coordinación con las instancias correspondientes;

XV.
Promover el desarrollo y uso de las tecnologías para la protección y en su caso, el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas, así como para el uso de fuentes alternativas de energía; 

XVI.
Dirigir estudios, trabajos y servicios meteorológicos y climatológicos, y colaborar en la elaboración de los estudios hidrológicos e hidrogeológicos;

XVII.
Coordinar y ejecutar proyectos de formación, capacitación y actualización para mejorar la capacidad de gestión ambiental y el uso sustentable de recursos naturales;

XVIII.
Regular la conservación de las corrientes, lagos y lagunas de jurisdicción estatal, la protección de cuencas alimentadoras y las obras de corrección torrencial, así como controlar los ríos y demás corrientes de jurisdicción estatal y ejecutar las obras de defensa contra inundaciones, en coordinación con las instancias correspondientes; 

XIX.
Coadyuvar con las autoridades municipales en el diseño de programas que garanticen la prestación de los servicios públicos en condiciones que protejan, y en su caso, remedien el medio ambiente;

XX.
Promover la determinación de criterios para el establecimiento de los estímulos fiscales y financieros para el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y el cuidado del medio ambiente; 

XXI.
Integrar proyectos autofinanciables o susceptibles de concesión en materia de medio ambiente;

XXII.
Regular el aprovechamiento y abastecimiento de cuerpos de agua de competencia estatal, y apoyar a las instancias municipales en la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado y saneamiento de conformidad con las disposiciones aplicables; 

XXIII.
Coordinar a los organismos estatales que ofrezcan el servicio de agua potable y alcantarillado, y en su caso, convenir con uno o más municipios la prestación de servicios en áreas metropolitanas; 

XXIV.
Promover políticas e implementar acciones de coordinación institucional que propicien el mejoramiento, operación y uso eficiente de los sistemas de agua potable, drenaje, alcantarillado y saneamiento en zonas urbanas y rurales; 

XXV.
Asesorar y otorgar la asistencia técnica para la creación y funcionamiento de los organismos descentralizados estatales y municipales, cuando estos últimos lo soliciten, encargados de la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable, drenaje, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, de conformidad a la legislación aplicable en la materia;  

XXVI.
Favorecer las buenas prácticas en materia de cuidado del agua, ahorro y uso responsable de la misma y contribuir en la remediación de este líquido; 

XXVII.
Aplicar las disposiciones relativas a la protección y trato digno de los animales, dentro de la esfera de su competencia, y

XXVIII.
Las demás que le confieran expresamente esta ley, otras disposiciones aplicables y aquellas que le encomiende el Titular del Ejecutivo.   

SEGUNDO.- Se modifican el artículo 3; la fracción IX del artículo 6; la fracción II del artículo 7; el primer párrafo del artículo 62; la fracción I y los incisos b y c de la fracción III del artículo 65; la fracción XII del artículo 66 QUÁTER y el artículo 69 de la Ley de Vivienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 3. En lo no previsto por esta ley y demás disposiciones que de ella se deriven, serán de aplicación supletoria la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza; la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado de Coahuila de Zaragoza; la Ley de Población y Desarrollo Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza; la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, las disposiciones del derecho común y demás disposiciones que resulten aplicables y no se contrapongan al presente ordenamiento.

ARTÍCULO 6. …

I. a VIII. …

IX.
Secretaría. Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad;

X. y XI. …

ARTÍCULO 7. …

I. …

II.
La persona titular de la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad;

III. y IV. …

ARTÍCULO 62. Se crea la Comisión Estatal de Vivienda como un organismo público descentralizado de la administración pública estatal, de servicio social, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sectorizado a la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad y tendrá por objeto proponer, promover y aplicar las políticas y lineamientos generales que en materia de vivienda se implementen en el Estado.

…

ARTÍCULO 65. …

I. 
Una Presidencia, que será ocupada por quien sea titular de la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad; 

II. …

III. …

a) …

b) 
La Secretaría de Inclusión y Desarrollo Social; 

c)
La Secretaría de Medio Ambiente;

d) y e) …

IV. …

…

…

…

Artículo 66 QUÁTER. …

I. a XI. … 

XII.
Proporcionar la información y dar acceso a la documentación que le soliciten la dependencia a la que se encuentre adscrita, la Secretaría de Medio Ambiente, la Secretaría de Finanzas, la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, el auditor externo, así como a la Auditoría Superior del Estado, para el cumplimiento de sus funciones; 

XIII. a XV. …

ARTÍCULO 69. Los servidores públicos del Estado y municipios que realicen acciones con motivo de la materia que regula esta ley y que a través de ellas, utilicen indebidamente su posición, para beneficiarse o favorecer a terceros, serán sancionados conforme a lo dispuesto por la Ley General de Responsabilidades Administrativas, sin perjuicio de las acciones civiles o penales que, en su caso, procedan.

TERCERO.- Se modifican la fracción XLVIII del artículo 4; el primer párrafo del artículo 15; y la fracción III del artículo 281 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. a XLVII…

XLVIII.
Secretaría: La Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad;

XLIX. a LXI. …

Artículo 15. La Procuraduría de Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza, tendrá las siguientes atribuciones:

I. a XIV. …

Artículo 281. …

…

I. y II. …

III.
En su caso, la autorización del impacto ambiental que expida la Secretaría de Medio Ambiente, conforme a las disposiciones aplicables de la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente del Estado de Coahuila de Zaragoza;

IV. y V. …

…

…

…

…

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Los asuntos que se encuentren en trámite a la entrada en vigor del presente decreto, se regirán por las disposiciones que se encontraban vigentes al momento que dio inició su substanciación.

Los asuntos que se presenten para nuevo trámite, así como aquellos a los que hace referencia el párrafo anterior, serán tramitados por las unidades administrativas que corresponda.

TERCERO. Las áreas que conforme al presente decreto deberán ser transferidas de una dependencia a otra, conservarán las estructuras y facultades establecidas en los respectivos reglamentos interiores, permaneciendo vigentes y en funcionamiento las disposiciones que las regulan hasta en tanto se expidan las reformas correspondientes.
CUARTO. La transferencia de las áreas que implica el presente decreto, deberá realizarse en un plazo no mayor a 90 días contados a partir de su publicación, mediante la entrega recepción correspondiente.

QUINTO. Los reglamentos interiores de las dependencias a que se refiere el presente decreto deberán adecuarse en un plazo no mayor de 180 días a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

SEXTO. En un plazo no mayor de un año contado a partir de la entrada en vigor de este decreto, se deberá efectuar la armonización del marco jurídico estatal correspondiente. 

SÉPTIMO. Las autorizaciones, permisos y licencias expedidas conforme a las disposiciones aplicables durante la vigencia de la ley que se reforma, continuarán vigentes hasta la conclusión del término con el que fueron otorgadas.

OCTAVO. Toda referencia a la Secretaría de Infraestructura y Transporte que haga alguna disposición legal o administrativa, así como a la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Urbano, en materia de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y/o desarrollo urbano, deberá entenderse hecha a la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura, con relación al oficio del C. Ramiro Pérez Arciniega, Octavo Regidor con Licencia del Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita se designe al C. Víctor Manuel Luna Olvera, para desempeñar las funciones de Regidor de dicho Ayuntamiento, en su sustitución; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en fecha 07 de mayo del presente año se recibió en Oficialía Mayor del Congreso, un oficio del C. Ramiro Pérez Arciniega, Octavo Regidor con Licencia del Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita se designe al C. Víctor Manuel Luna Olvera, para desempeñar las funciones de Regidor de dicho Ayuntamiento, en su sustitución.

SEGUNDO. Que en fecha 08 de mayo del presente año, por instrucción del Pleno del Congreso del Estado, se dispuso que los documentos y anexos antes mencionados, fueran turnados a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, para su estudio y dictamen; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto en el artículo 90 fracciones IV, V, VI y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO. Que el día 16 de enero de 2018 se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, la lista de integración de Cabildos de los Ayuntamientos electos que estarían en funciones durante el periodo de 2018.

TERCERO. Que conforme a la publicación mencionada, el C. Ramiro Pérez Arciniega, fue electo para desempeñar el cargo de Regidor de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza.

CUARTO. Que al haberle otorgado en fecha 01 de mayo del presente año, el Pleno del Congreso del Estado, una licencia al C. Ramiro Pérez Arciniega por más de 15 días y por tiempo indefinido, al cargo de Octavo Regidor de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza, corresponde al mismo realizar la designación de quien habrá de cubrir el cargo por el tiempo que le fue otorgada.
QUINTO. Que la designación del sustituto de un Regidor de Representación Proporcional, debe realizarse conforme a lo previsto en la fracción VII del artículo 158–K de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el artículo 21 del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza y en los artículos 58 y 59 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, que a la letra dicen:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 158-K. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento integrado por un presidente municipal y el número de regidores y síndicos que establezca la ley de la materia. 

El Ayuntamiento se conformará de acuerdo con las bases siguientes: 

I. 
Sus integrantes serán electos en la forma que establezca la ley de la materia. 

II. 
La elección consecutiva será permitida en los términos del artículo 30 de esta Constitución por un período adicional. 

III. 
Se renovará en su totalidad cada tres años. 

IV. 
Iniciará sus funciones el primero de enero del año inmediato siguiente al de la elección y concluirá el día anterior a aquel en que inicie funciones el que lo sucederá.

V. 
La ley de la materia introducirá el principio de representación proporcional en la elección de los Ayuntamientos, en todos los Municipios del Estado.

VI. 
Cuando el presidente municipal electo no se presente a tomar posesión del cargo o en caso de falta absoluta, el Congreso del Estado, con la concurrencia de cuando menos dos terceras partes del total de sus miembros, nombrará, en escrutinio secreto y por mayoría absoluta de votos a un presidente municipal, quien se encargará de concluir el período. El nombramiento se hará conforme a la propuesta que realice la dirigencia estatal del partido político que haya obtenido el triunfo en el municipio correspondiente.

En el caso de coaliciones la ley reglamentaria determinará el procedimiento correspondiente.

VII.
Si alguno de los miembros de un Ayuntamiento dejare de desempeñar su cargo, será sustituido conforme el sistema de suplentes o se procederá de otra forma con arreglo a la ley.

CÓDIGO ELECTORAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 21.

1. Cuando se declare nula una elección o los integrantes de la fórmula triunfadora resultaren inelegibles, la convocatoria para la elección extraordinaria deberá emitirse dentro de los noventa días siguientes a la declaración de la misma. 

2. En el caso de vacantes de miembros del Congreso, electos por el principio de mayoría relativa, el Instituto convocará a elecciones extraordinarias en un plazo de noventa días siguientes a la notificación de la diputación vacante. 

3. Las vacantes de miembros del Congreso electos por el principio de representación proporcional deberán ser cubiertas por aquella fórmula de candidatos del mismo partido que siga en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los diputados que le hubieren correspondido.

4. Las vacantes de presidentes, regidores y síndicos se cubrirán en la forma en que establece la Constitución y el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza. Las de los regidores de representación proporcional se cubrirán por aquellos candidatos del mismo partido político que le sigan en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los que le hubieren correspondido.

CÓDIGO MUNICIPAL DE COAHUILA
ARTÍCULO 58. En caso de que no se presenten a rendir protesta el síndico y los regidores electos, el Congreso mandará llamar a quienes figuren en la lista de suplentes, y de entre  éstos designará a quienes deban de cubrir las vacantes. 

Cuando un regidor de representación proporcional no se presente a tomar posesión de su cargo, el Congreso del Estado mandará  llamar al que siga  en el orden dentro de la lista de preferencia de regidores que fue propuesta por el partido político o coalición de que se trate.

ARTÍCULO 59. En caso de que la vacante  se presente con posterioridad a la toma de protesta  del presidente, síndico o alguno de los regidores de un ayuntamiento, se estará a lo dispuesto en los artículos anteriores.

SEXTO. Que la designación de los Regidores de Representación Proporcional del Ayuntamiento, se realizará por aquellos que figuren en la lista de preferencia de Regidores, registrada ante el Instituto Electoral de Coahuila por el partido político correspondiente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 21 numeral 4 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de los artículos 57, 58, 59 y demás relativos del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

SÉPTIMO. Que teniendo a la vista la lista de preferencia antes mencionada, esta comisión propone al C. Víctor Manuel Luna Olvera, en virtud del lugar que ocupa en el orden dentro de dicho listado, con el fin de que el Pleno de este Congreso lo designe como Regidor de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza.

OCTAVO. Que en virtud de lo anterior, esta comisión somete a su consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se designa al C. Víctor Manuel Luna Olvera como Regidor de Representación Proporcional del Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza, en sustitución del C. Ramiro Pérez Arciniega, cargo que deberá desempeñar a partir de que rinda la protesta de ley y por el tiempo que dure la licencia otorgada.

ARTÍCULO SEGUNDO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza la designación del C. Víctor Manuel Luna Olvera, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Regidor de Representación Proporcional de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO TERCERO. Comuníquese lo anterior al Ejecutivo del Estado, para los efectos procedentes.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de  mayo de 2018.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a un oficio enviado por el Profr. Francisco Javier Pedroza Alvarado, Secretario del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual envía una certificación del acta de cabildo de la sesión en donde se presentó una solicitud de licencia de la C. María Concepción Delgado Lara como Síndico de Mayoría del mencionado Ayuntamiento, para efecto de que este Congreso del Estado resuelva lo procedente, y designe a la persona que la sustituirá en el cargo; y

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que con fecha 25 de abril de 2018, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso, el oficio enviado por el Profr. Francisco Javier Pedroza Alvarado, Secretario del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual envía una certificación del acta de cabildo de la sesión en donde se presentó una solicitud de licencia de la C. María Concepción Delgado Lara como Síndico de Mayoría del mencionado Ayuntamiento, para efecto de que este Congreso del Estado resuelva lo procedente, y designe a la persona que la sustituirá en el cargo.
SEGUNDO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, en fecha 01 de mayo del año en curso, se dispuso que los documentos y anexos antes mencionados, fueran turnados a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, para su estudio y dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto por los artículos 88 y 90 fracción VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Que el día 16 de enero de 2018 se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, la lista de integración de Cabildos de los Ayuntamientos electos que estarían en funciones durante el periodo constitucional de 2018.

TERCERO.- Que conforme a la publicación mencionada, la C. María Concepción Delgado Lara, fue electa para desempeñar el cargo de Síndico de Mayoría del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza.

CUARTO.- Que conforme a lo dispuesto por el artículo 67 fracciones XI, XVIII y XIX,  en relación con el 158-U fracción I numeral 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y el artículo 90 fracciones V y VI de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es facultad de este Congreso, conceder licencias a los Presidentes Municipales, Síndicos y Regidores de los Ayuntamientos.

QUINTO.- Que esta Comisión una vez que analizó el expediente formado con motivo de la solicitud de licencia por más de quince días y por tiempo indefinido de la C. María Concepción Delgado Lara, al cargo de Síndico de Mayoría de dicho Ayuntamiento, mismo que fue remitido a este Congreso por el Secretario del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, acuerda que es procedente otorgar dicha licencia.

SEXTO.- Que al otorgarle el Pleno del Congreso del Estado, a la C. María Concepción Delgado Lara una licencia para separarse por más de 15 días y por tiempo indefinido, al cargo de Síndico de Mayoría de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, corresponde al mismo realizar la designación de quien habrá de cubrir el cargo por el tiempo que le fue otorgada.

SÉPTIMO.- Que la designación de quien habrá de fungir como Síndico de Mayoría del Ayuntamiento, durante el período de tiempo que dure la licencia otorgada, se realizará por aquellos que figuren en la lista de suplentes, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 21 numeral 4 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de los artículos 58 y 59 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que a la letra dicen:

CÓDIGO ELECTORAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 21.

5. Cuando se declare nula una elección o los integrantes de la fórmula triunfadora resultaren inelegibles, la convocatoria para la elección extraordinaria deberá emitirse dentro de los noventa días siguientes a la declaración de la misma. 

6. En el caso de vacantes de miembros del Congreso, electos por el principio de mayoría relativa, el Instituto convocará a elecciones extraordinarias en un plazo de noventa días siguientes a la notificación de la diputación vacante. 

7. Las vacantes de miembros del Congreso electos por el principio de representación proporcional deberán ser cubiertas por aquella fórmula de candidatos del mismo partido que siga en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los diputados que le hubieren correspondido.

8. Las vacantes de presidentes, regidores y síndicos se cubrirán en la forma en que establece la Constitución y el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza. Las de los regidores de representación proporcional se cubrirán por aquellos candidatos del mismo partido político que le sigan en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los que le hubieren correspondido.

CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ARTÍCULO 58. En caso de que no se presenten a rendir protesta el Síndico de Mayoría y los regidores electos, el Congreso mandará llamar a quienes figuren en la lista de suplentes, y de entre  éstos designará a quienes deban de cubrir las vacantes. 

Cuando un regidor de representación proporcional no se presente a tomar posesión de su cargo, el Congreso del Estado mandará  llamar al que siga  en el orden dentro de la lista de preferencia de regidores que fue propuesta por el partido político o coalición de que se trate.

ARTÍCULO 59. En caso de que la vacante se presente con posterioridad a la toma de protesta  del presidente, Síndico de Mayoría o alguno de los regidores de un ayuntamiento, se estará a lo dispuesto en los artículos anteriores.

OCTAVO.- Que teniendo a la vista la lista de suplentes, publicada en el Periódico Oficial del Estado, para la elección del referido Ayuntamiento, esta comisión propone  la C. Ma. Teresa García Rangel, con el fin de que el Pleno de este Congreso la designe como Síndico de Mayoría del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza. 
NOVENO.- En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a su consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se otorga licencia mayor a quince días y por tiempo indefinido a la C. María Concepción Delgado Lara, para separarse del cargo de Síndico de Mayoría del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, con efectos a partir de la aprobación del presente decreto.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se designa a la C. Ma. Teresa García Rangel, para desempeñar las funciones de Síndico de Mayoría del R. Ayuntamiento de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, cargo que deberá desempeñar a partir de que rinda la protesta de ley, por el periodo de tiempo que dure la licencia otorgada.

ARTÍCULO TERCERO.- Comuníquese en forma oficial al R. Ayuntamiento del Municipio de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, la designación de la C. Ma. Teresa García Rangel, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Síndico de Mayoría del Ayuntamiento referido.

ARTÍCULO CUARTO.- Comuníquese lo anterior al Ejecutivo del Estado, para los efectos procedentes.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a dos escritos, el primero de ellos suscrito por los CC. Luis Javier Castañeda, Benita Ríos Alvarado, Margarito Ramírez, Socorro Rodríguez F., Gustavo Alfonso Nava Ríos, Flor Margarita Froto y Norma Patricia Fraire, integrantes de la Asociación Hagámoslo Bien Unidos Viesca, mediante el cual solicitan se analice la actuación del Presidente Municipal de dicho municipio, y se someta a consideración su estadía en el cargo; el segundo escrito, suscrito por el C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor y la C. Blanca Zuleima Nava Rodríguez, Síndico de Vigilancia, mediante el cual exponen una serie de irregularidades cometidas por parte del Presidente Municipal, C. Óscar Jaramillo Muruaga, solicitando la revocación de su mandato.
R E S U L T A N D O
ÙNICO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 14 de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, los escritos a que se ha hecho referencia; y

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Que esta Comisión con fundamento en los artículos 115 de la Constitución General, 67 Fracción IX y 158-L de la Constitución Política del Estado; 69 a 79 del Código Municipal del Estado, así como 90 fracción IV y demás  relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso, es competente para emitir el presente dictamen.
SEGUNDO.- Los escritos de denuncia en contra del C. Óscar Jaramillo Muruaga, se fundan en las consideraciones expuestas en los mismos, las cuales fueron analizadas y valoradas por esta comisión dictaminadora.
TERCERO.- Que una vez presentada la denuncia, es competencia de esta Comisión dictaminar si la conducta atribuida corresponde a las enumeradas en el artículo 74 o en el 75 del Código Municipal para el Estado, por lo que a continuación nos abocaremos al estudio de los hechos y pruebas consignados en los expedientes aludidos. 

I. Síntesis del escrito de los C.C. Luis Javier Castañeda, Benita Ríos Alvarado, Margarito Ramírez, Socorro Rodríguez F., Gustavo Alfonso Nava Ríos, Flor Margarita Froto y Norma Patricia Fraire, integrantes de la Asociación Hagámoslo Bien Unidos Viesca, mediante el cual solicitan se analice la actuación del Presidente Municipal de dicho municipio, y se someta a consideración su estadía en el cargo, turnado a esta Comisión el día 14 de marzo del presente año.
Primero.- Señalan las siguientes omisiones e irregularidades en las que ha incurrido el Presidente Municipal, a dos meses en el cargo, al momento de su escrito:

1. Simulación de sesión de cabildo.

2. Llevar a una manifestación política interna de su partido a todos los empleados del Ayuntamiento.

3. No atender a las necesidades de los servicios públicos.

4. Solo haber hecho una sesión de cabildo, en la cual prohibió la asistencia de la ciudadanía.

PUNTOS PETITORIOS:

1. Solicitan se revise y se le pida una explicación del porque está sobregirada la nómina del municipio.
2. Que de ser necesario, y basados en la Ley de Responsabilidades de Funcionarios Públicos, sea removido de su encomienda.

Pruebas:
No se anexa medio probatorio alguno.

II. Síntesis del escrito del C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor y la C. Blanca Zuleima Nava Rodríguez, Síndico de Vigilancia, mediante el cual exponen una serie de irregularidades cometidas por parte del Presidente Municipal, C. Óscar Jaramillo Muruaga, solicitando la revocación de su mandato. 

Primero.- Señalan Faltas al Reglamento Interior de Organización Política y Administrativa para el Municipio de Viesca, así como al Código Municipal, las cuales se mencionan a continuación:
1. Evasión de responsabilidades. Aluden que en el mes de enero, al surgir un problema por mala calidad del transporte de pasajeros en la Región Laguna Seca de dicho municipio, al grado de que los usuarios del mismo, retuvieron por varios días los camiones, solicitando la intervención del Presidente Municipal a fin de llegar a una solución, a lo cual no obtuvieron respuesta y la fuerza pública intervino para quitar las unidades a los usuarios, siguiendo el servicio en las mismas condiciones.

Incumpliendo lo previsto en los artículos 33 y 86 del Reglamento Interior de Organización Política y Administrativa para el Municipio de Viesca y el 37 del Código Municipal, que a la letra señala: 

ARTÍCULO 37. Los miembros del Ayuntamiento deberán cumplir con las funciones que les señala la Constitución Política del Estado, el presente Código y los demás ordenamientos jurídicos aplicables.

2. Simulación de sesiones de cabildo. Mencionan que se emitió hoja de acuerdo a inicios del mes de febrero, de una sesión que no se llevó a cabo, donde se habría aprobado el gasto de la cuenta pública del último cuatrimestre del año pasado y el del mes de enero de este año, asimismo comentan que se acosó a los integrantes del cabildo para que firmaran como si se hubiera llevado a cabo la sesión.

Manifiestan que el 28 de febrero, en reunión de cabildo, se pidió se aprobara el estado financiero correspondiente al mes de febrero sin haber informado con anticipación con los documentos que comprobaran ese estatus. 
Esto estiman contraviene lo previsto en los artículos 33 y 6 del Reglamento Interior.
3. Incumplimiento en las sesiones de cabildo. Afirman que durante enero y febrero solo se realizó una sesión ordinaria de cabildo el 28 de febrero y que se han realizado dos sesiones extraordinarias, sin convocatoria ni orden del día, notificándoles a los integrantes del cabildo mediante llamada telefónica 15 horas antes de la sesión, lo que contraviene lo previsto en los artículos 23 y 35 del Reglamento Interior y 90 del Código Municipal, que a la letra señala:

ARTÍCULO 90. En las sesiones ordinarias el ayuntamiento tratará los asuntos de su competencia y de su funcionamiento y celebrará el número de ellas que señale su reglamento interior pero no podrán ser menos de dos sesiones ordinarias públicas al mes.

4. Duplicidad de nómina. Refieren que no se dieron de baja a los anteriores funcionarios, de manera que se está sufragando el pago de ambas administraciones. Manifiestan que hay una lista de aviadores de 250 personas. Ellos consideran que esa es la razón por la cual no se ha dado de alta ante el ICAI la nómina actual. 
Esto estiman violenta lo estipulado en los artículos 86 del reglamento interior y 106 del Código Municipal, que a la letra señala:

ARTÍCULO 106. Son facultades, competencias  y obligaciones de los síndicos:

I. La procuración y defensa de los intereses municipales.

II. La representación jurídica del Ayuntamiento en las controversias o litigios en que éste fuere parte, sin perjuicio de la facultad que se otorga a los ayuntamientos de nombrar apoderados y representantes.

III. Vigilar que se aplique correctamente el presupuesto de egresos y asistir a las visitas de inspección que se hagan a la Tesorería del Municipio.

IV. Vigilar que la cuenta pública municipal, se integre en la forma y términos previstos en las disposiciones aplicables y se remita en tiempo al Congreso del Estado.

V. Intervenir en la formulación del inventario de bienes muebles e inmuebles del Municipio, los que deberán inscribirse en un libro especial con expresión y destino de los mismos, vigilando que dicho inventario esté siempre actualizado.

VI. Solicitar y obtener del tesorero municipal, la información relativa a la hacienda pública municipal, al ejercicio del presupuesto de egresos, al patrimonio municipal y demás documentación de la gestión municipal, necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

VII. Asistir a los remates y licitaciones públicas en los que tenga interés el Municipio.

VIII. Presentar al Ayuntamiento iniciativas de reglamentos, bandos de policía y buen gobierno y demás disposiciones administrativas de observancia general o, en su caso, de reformas y adiciones a los mismos, de conformidad con lo dispuesto en el título quinto de este código. 

IX. Solicitar autorización expresa, en cada caso que se trate, al Ayuntamiento para desistirse, transigir, comprometerse en arbitrios o hacer cesión de bienes. 

X. En los lugares que no hubiera representante del Ministerio Público, corresponde al síndico, fungir como agente Investigador del Ministerio Público, con las mismas atribuciones y obligaciones de éste

XI. Asistir puntualmente a las sesiones del Ayuntamiento con voz y voto.

XII. Desempeñar las comisiones que le encomiende el Ayuntamiento.

XIII. Las demás que determinen las leyes y reglamentos aplicables.

Cuando haya dos síndicos, el Ayuntamiento acordará la distribución equitativa de las funciones que ejercerán cada uno de ellos.

Cuando un Ayuntamiento tenga sólo el síndico de la mayoría, éste ejercerá plenamente las facultades, competencias y obligaciones previstas en este Código para los síndicos; pero cuando se elija al síndico de la minoría en los términos de la ley electoral, el síndico de la mayoría no podrá ejercer las funciones de vigilancia y, por ende, el síndico de la minoría ejercerá en forma autónoma las facultades, competencias y obligaciones conforme al artículo 106-A de este Código.

5. Ejecución de obra sin convocatoria a proveedores. Aluden que se han realizado obras de las que no se tiene conocimiento se haya emitido convocatoria a proveedores, contraviniendo lo dispuesto por el artículo 86 del Reglamento Interior.
6. Abandono de trabajo en forma colectiva con fines electorales. Manifiestan que el 21 de enero, el Presidente Municipal, junto con demás integrantes de su partido, viajaron a la ciudad de Saltillo, a pugnar por su reelección, contraviniendo lo dispuesto por el artículo 86 del Reglamento Interior.
7. Hacer proselitismo en horario de trabajo. Sostienen que se ha tenido conocimiento de que ha estado en ejidos en horario de trabajo, lo cual estiman violatorio de lo dispuesto en los artículos 35 y 86 del reglamento interior.
8. No dar de alta la nómina en el ICAI. Afirman que no se ha dado de alta la nueva nómina por tener duplicidad en ella y no haber sacado a todos los aviadores”, lo cual también estiman violatorio del artículo 86 del Reglamento Interior.
9. Generar un ambiente hostil de trabajo e ingobernabilidad, lo cual consideran genera una afectación a la función pública y la ingobernabilidad de su mandato, contraviniéndose lo previsto en los artículos 35 y 86 del reglamento interior.
10. Ausencia prolongada en sus funciones y al propio recinto de la Presidencia Municipal. Comentan que en dos meses de iniciados los trabajos del ayuntamiento, el Alcalde solo se ha presentado en cuatro ocasiones, lo que obstaculiza el buen desempeño de las demás instancias de la función pública y contraviene lo plasmado en los artículos 35 y 86 del Reglamento Interior y 40 y 104 fracción XV del Código Municipal, que a la letra señalan:

ARTÍCULO 40. El Ayuntamiento residirá en la cabecera del Municipio y sólo por resolución del Congreso del Estado y por razones de orden público e interés social, podrá trasladarse a otro lugar, comprendido dentro del territorio del propio municipio.
ARTÍCULO 104. El presidente municipal, será el órgano ejecutivo de las determinaciones del Ayuntamiento y tendrá las siguientes competencias, facultades y obligaciones:

A). Gobierno y régimen interior: 

I. Convocar al ayuntamiento a las sesiones de Cabildo de conformidad con lo que establece este código y el Reglamento Interior del Ayuntamiento.

II. Presidir las sesiones del Ayuntamiento en las que tendrá, en caso de empate, además de su voto individual, voto de calidad.

III. Presentar al Ayuntamiento iniciativas de bandos, reglamentos y demás disposiciones administrativas de observancia general o de reformas y adiciones en su caso, de conformidad con lo dispuesto por el título quinto de este código.

IV. Ser el conducto para presentar iniciativas de ley en materia municipal.

V. Mandar publicar en la gaceta oficial del municipio o en el periódico oficial del Gobierno del Estado, los bandos de policía y buen gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones de observancia general, en los términos de la fracción V del artículo 176 de este código.

VI. Cumplir y hacer cumplir las leyes, los bandos de policía y buen gobierno, los reglamentos y demás disposiciones legales del orden municipal, estatal y federal.

VII. En los municipios que no tengan jueces municipales, imponer las sanciones que se deriven de las infracciones a este código, o a cualquier ordenamiento legal del municipio, en los casos y términos previstos por el capítulo V, del título décimo del presente código.

VIII. Vigilar el cumplimiento del Plan de Desarrollo Municipal, y los programas operativos anuales correspondientes a su periodo constitucional.

IX. Armonizar el funcionamiento de los distintos órganos de gobierno municipal.

X. Ser el conducto para las relaciones entre el Ayuntamiento y los Poderes Públicos del Estado, la Federación  y demás ayuntamientos, y coadyuvar con las autoridades federales y estatales en el ejercicio de sus atribuciones.

XI. Representar al Ayuntamiento en la celebración de actos y contratos previamente aprobados por el Ayuntamiento y, en su caso, autorizados por el  Congreso del Estado; representarlo, además, en todos los actos oficiales y delegar, esta representación.

XII. Suscribir, a nombre y con autorización del Ayuntamiento, los convenios, contratos y demás actos jurídicos que sean necesarios.

XIII. Resolver, bajo su inmediata y directa responsabilidad, los asuntos que dada su urgencia no admitan demora, dando cuenta de ellos al Ayuntamiento en la siguiente sesión de cabildo.

XIV. Otorgar, previo acuerdo del Ayuntamiento, autorizaciones, concesiones, licencias y permisos, en los términos que establezcan las leyes y reglamentos.

XV. Residir en la cabecera municipal durante el lapso de su período constitucional y solicitar autorización del Ayuntamiento, para ausentarse del Municipio por no más de quince días.

B). Administración Pública Municipal: 

I. Dirigir, coordinar, organizar, supervisar y evaluar a la administración pública municipal en la totalidad de sus órganos tanto centralizados como desconcentrados, descentralizados y entidades paramunicipales.

II. Proponer al Ayuntamiento, las personas que deban ocupar los cargos de secretario, tesorero, jueces municipales y a los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, a excepción del contralor.

III. Nombrar y remover del cargo, a los servidores públicos municipales no previstos en la fracción anterior, así como conceder o negar licencias. Estas facultades las podrá delegar a los titulares de las dependencias o entidades.

IV. Rendir en el mes de diciembre, en sesión pública y solemne, el informe anual, aprobado por el Ayuntamiento, sobre el estado que guarda la administración pública municipal.

C). Desarrollo urbano y obra pública: 

I. Integrar la información que requiere el Ayuntamiento para el ejercicio de sus facultades y competencias en esta materia.

II. Ejecutar las acciones y medidas que determine el Ayuntamiento en esta materia.

D). Servicios públicos:

I. Asegurar y vigilar la eficacia y eficiencia de los servicios públicos municipales.

II. Disponer de los elementos de la policía preventiva municipal, para la conservación del orden y la tranquilidad pública, con las salvedades que  establece  la Constitución General de la República y la particular del Estado.

E). Hacienda Pública Municipal: 

I. Mandar publicar en la gaceta oficial del municipio o en el periódico oficial del Gobierno del Estado, el presupuesto de egresos.

II. Vigilar la realización mensual de los estados financieros y de las cuentas públicas trimestrales y autorizarlos antes de ser turnados al Ayuntamiento en pleno, para su estudio, aprobación y envío en su caso al Congreso del Estado.

III. Practicar visitas a la Tesorería Municipal y demás oficinas que tengan a su cargo el manejo de fondos y valores, informando de su resultado al Ayuntamiento y aprobar, en unión del síndico, los estados financieros mensuales.

IV. Vigilar que la recaudación de las contribuciones y demás ingresos propios del municipio se realicen conforme a las leyes aplicables.

V. Supervisar la administración, registro, control, uso, mantenimiento y conservación del patrimonio municipal.

VI. Vigilar que el gasto público municipal, se realice conforme al presupuesto de egresos aprobado por el Ayuntamiento.

F). Desarrollo económico y social:

I. Integrar la información que requiere el Ayuntamiento para el ejercicio de sus facultades y competencias en esta materia.

II. Ejecutar las acciones y medidas que determine el Ayuntamiento en esta materia.

G). Educación y cultura:

I. Promover la educación cívica y la celebración de ceremonias públicas, conforme al calendario cívico oficial.

II. Promover las actividades culturales y artísticas.

III. Las demás que le señalen las leyes o reglamentos

11. No ha formado las comisiones que coadyuvan en el Plan de Desarrollo Municipal. Mencionan que no se ha hecho la convocatoria para formar parte del COPLADEM, que no se ha instalado el Consejo de Desarrollo Rural Sustentable ni el Comité de Protección Civil, contraviniendo lo previsto en el artículo 63 del Código Municipal, que a la letra señala:

ARTÍCULO 163. El desarrollo urbano municipal, se entiende como el desenvolvimiento integral de los asentamientos humanos ubicados en el territorio municipal, e implica la preservación y mejoramiento del suelo y del medio ambiente que propicie el bienestar general de la población. Es un proceso en que se coordinan los gobiernos federal, estatal y municipal, correspondiendo a éste último planear, ejecutar y controlar las acciones de ordenamiento y regulación de la urbanización y de los asentamientos humanos, de acuerdo con el desarrollo socio-económico del municipio y enmarcado dentro del orden jurídico establecido.
12. No se hizo Entrega-Recepción de la administración anterior a la actual, actuando en contra de lo previsto en los artículos 63, 65, 66, 67 y 68 del Código Municipal, que a la letra señalan: 
ARTÍCULO 63. Al término de la sesión de instalación, el Ayuntamiento entrante procederá en sesión ordinaria a: 

I. Nombrar al secretario, tesorero y contralor. 

II. Aprobar las comisiones a que se refiere este código.

III. Realizar la entrega-recepción de la situación que guarda la administración pública municipal.

ARTÍCULO 65. Del proceso de entrega-recepción se elaborará el documento a que se refiere el artículo anterior, el cual deberá contener, por lo menos, los siguientes anexos: 

I. Libros de Actas de las reuniones de Cabildo y la mención del lugar donde se encuentran los libros de las administraciones municipales anteriores. 

II. Informe detallado sobre la situación financiera de la Administración Municipal saliente, el cual deberá contener los estados contables, los libros de contabilidad, registros auxiliares, cuentas de cheques, inversiones, acta de arqueo de caja (Fondos Revolventes), presupuesto y demás documentación comprobatoria.

III. Informe del estado que guarda la cuenta pública del Municipio, incluyendo los informes rendidos al Congreso del Estado, los certificados de cuenta pública aprobada, que en su caso, haya emitido la Auditoría Superior del Estado y las observaciones o requerimientos que ésta le haya hecho al Municipio. 

IV. Informe de la situación que guarda la deuda pública del Municipio y la documentación relativa a la misma. 

V. Informe circunstanciado relativo a la obra pública ejecutada por el Municipio durante el trienio que concluye, así como de las obras que se encuentran en proceso, anexando los expedientes técnicos y unitarios relativos a las mismas. 

VI. Informe de la situación que guarda la aplicación del gasto público de los recursos federales y estatales transferidos. 

VII. La plantilla de personal al servicio del Municipio, y sus relativos expedientes, así como la información relacionada al mismo, como catálogo de puestos, prestaciones, antigüedad, personal por nivel, por honorarios, y con licencia o permiso. 

VIII. Informe de los derechos y obligaciones, que estará integrado por los convenios, contratos y/o acuerdos que el Municipio tenga celebrado con otros municipios, con Gobierno del Estado, el Gobierno Federal o con particulares, y la documentación relativa. 

IX. Informe de los programas y proyectos aprobados y ejecutados por el Municipio y de aquellos que se encuentren en proceso de ejecución, con su documentación respectiva; 

X. Informe de los recursos materiales, que estará conformado por la relación e inventario de bienes que sean propiedad o estén en uso del Municipio. Dicho informe se dividirá en dos rubros: bienes muebles y bienes inmuebles.

XI. Informe y documentación relativa al estado que guardan los asuntos tratados por las comisiones del Ayuntamiento. 

XII. La demás información que se estime conveniente para garantizar la continuidad de la administración pública municipal.

XIII. La demás información establecida en la Ley de Entrega Recepción del Estado y Municipios de Coahuila de Zaragoza. 

ARTÍCULO 66. Para el cumplimiento de lo anterior, con la anticipación necesaria, los sujetos obligados en términos de la Ley de Entrega Recepción del Estado y Municipios, prepararán la documentación referida atendiendo al Manual de Entrega Recepción de la Administración Pública Municipal, expedido por la Contraloría Municipal. 

ARTÍCULO 67. La entrega recepción de la documentación prevista en el artículo 65, tendrá carácter de acto formal, en el cual deberá intervenir el servidor público saliente, el servidor público que recibe, un testigo por cada parte y un representante de la Contraloría Municipal. En dicho acto deberá elaborarse acta circunstanciada de la entrega recepción y la mención de los anexos correspondientes, debiendo presentarse por triplicado, correspondiendo un tanto para el servidor público entrante, otro para el saliente y el tercero para el representante de la Contraloría Municipal. 

El acta deberá firmarse por los servidores públicos referidos en el párrafo anterior, con asistencia de dos testigos que ellos mismos designen. 

ARTÍCULO 68. Terminado el proceso de entrega-recepción, el servidor público entrante deberá proceder a la verificación y validación física del contenido del acta administrativa de entrega recepción y sus anexos, en un plazo no mayor de treinta días hábiles contados a partir del acto de entrega. 

Durante la validación y verificación, el servidor público que reciba podrá solicitar al servidor público que entregó, la información o aclaraciones adicionales que considere necesarias, tal solicitud deberá hacérsele por escrito y notificada en el domicilio que tenga registrado, el requerido deberá comparecer personalmente o por escrito dentro de los tres días hábiles siguientes a la recepción de la notificación a manifestar lo que corresponda, en caso de no comparecer o no informar por escrito dentro del término concedido, el servidor público entrante deberá notificar tal omisión a la Contraloría Municipal para que proceda de conformidad con la Ley de Responsabilidades. Igualmente, las irregularidades encontradas deberán hacerse del conocimiento de la Contraloría Municipal. 

En todo el proceso de entrega-recepción deberá estarse a lo establecido en la Ley de Entrega-Recepción del Estado y Municipios. 

13. Se están otorgando permisos de venta de cerveza a los ejidos solo para cubrir compromisos contraídos por el Presidente y grupos de gentes de cada comunidad, violentando lo previsto en el artículo 103 del Código Municipal, que a la letra señala:
ARTÍCULO 103. Se prohíbe a los ayuntamientos: 

I. Enajenar o gravar bienes inmuebles sin el acuerdo de las dos terceras partes de sus miembros o en contravención a las disposiciones aplicables

II. Gravar el tránsito o la salida de mercancías.

III. Imponer contribuciones que no estén establecidas en la Ley de Ingresos Municipales.

IV. Distraer los recursos municipales a fines distintos de los señalados por las leyes y por el presupuesto de egresos aprobado. No se podrá modificar el presupuesto de egresos para otorgar remuneraciones, pagos o percepciones distintas a su ingreso establecido en el mismo, al Presidente Municipal, Regidores, Síndicos y a los integrantes de los Concejos Municipales.

V. Condonar pagos de contribuciones.

VI. Contratar personal en el último año de su ejercicio, salvo el que sea necesario y se justifique para la prestación de los servicios públicos y contratar y dar prestaciones fuera de presupuesto.

VII. Retener o invertir para fines distintos la cooperación que en numerario o en especie otorguen los particulares para realización de obras de utilidad pública.

VIII. Recabar contribuciones correspondientes a fechas posteriores al período para el que están autorizadas.

IX. Excederse en sus erogaciones a las cantidades autorizadas que fijen las partidas globales de los presupuestos de egresos anuales.

X. Lo demás que estuviere previsto en las leyes locales y federales.
14. Se crearon Direcciones Municipales que no son requeridas, solo para cubrir compromisos de campaña, violentando lo previsto en el artículo 103 del Código Municipal.
Pruebas:

1. Copia simple del oficio dirigido a los Regidores y Síndicos del Ayuntamiento de Viesca, mediante el cual se convocó a Sesión Ordinaria de Cabildo, el día miércoles 28 de febrero de 2018 a las 9:00 horas en las instalaciones de la Casa de Cultura, adjuntando el orden del día a tratar.

2. Copia simple del oficio dirigido al C. Filiberto Sandoval, Contralor Municipal, suscrito por el C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor del Ayuntamiento de Viesca, mediante el cual solicita se le proporcione copia total del documento que se elaboró con motivo de la entrega-recepción de la administración municipal de Viesca, Coahuila de Zaragoza.

3. Copia simple del oficio dirigido al C. Alfredo Compean Almanza, Tesorero Municipal de Viesca, suscrito por el C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor de dicho Ayuntamiento, mediante el cual solicita a la mencionada dependencia, se le facilite la información de cómo están integradas cada una de las direcciones, con cuánto personal cuenta cada una de ellas (organigrama), y en lo general solicita las nóminas municipales. 

4. Copia simple del oficio dirigido al C. Hilario Escobedo de la Paz, Secretario del R. Ayuntamiento de Viesca, Coahuila de Zaragoza, suscrito por el C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor de dicho Ayuntamiento, por medio del cual solicita se incluyan, en la convocatoria y orden del día de la próxima e inmediata reunión de cabildo, algunos puntos, requiriendo se lleven a votación del Pleno.
PUNTOS PETITORIOS:

Único.- En base a lo descrito en su oficio y anexos, los cuales consideran suficientes en apego a derecho, solicitan a este H. Congreso, la revocación de mandato.

Quienes integramos esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, observamos que para determinar la procedencia del inicio del procedimiento de revocación de mandato, en los términos solicitados por los CC. Luis Javier Castañeda, Benita Ríos Alvarado, Margarito Ramírez, Socorro Rodríguez F., Gustavo Alfonso Nava Ríos, Flor Margarita Froto y Norma Patricia Fraire, integrantes de la Asociación Hagámoslo Bien Unidos Viesca, y por los CC. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor y Blanca Zuleima Nava Rodríguez, Síndico de Vigilancia, debemos analizar los conceptos de violación a la legislación en los que fundan su pretensión y el significado y alcances de las disposiciones que rigen estas instituciones jurídicas.
Así, definiremos a continuación el marco legal que norma la figura de la revocación del mandato.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I. 
Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.
Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan.

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley.

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores;

II. 
Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:

a) 
Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

b) 
Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;

c) 
Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución;

d) 
El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y

e) 
Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores;

III. 
Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) 
Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

b) 
Alumbrado público.

c) 
Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

d) 
Mercados y centrales de abasto.

e) 
Panteones.

f) 
Rastro.

g) 
Calles, parques y jardines y su equipamiento;

h) 
Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e

i) 
Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera.

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio;

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley.

IV. 
Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) 
Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles.

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones.

b) 
Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de los Estados.

c) 
Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.
Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.
Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley;

V. 
Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para:

a) 
Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal;

b) 
Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales;

c) 
Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de los municipios;

d) 
Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales;

e) 
Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana;

f) 
Otorgar licencias y permisos para construcciones;

g) 
Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia;

h) 
Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e

i) 
Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales.

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del inciso i) de esta fracción;

VI. 
Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia.

VII. 
La policía preventiva estará al mando del presidente municipal en los términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado. Aquélla acatará las órdenes que el Gobernador del Estado le transmita en aquellos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público.

El Ejecutivo Federal tendrá el mando de la fuerza pública en los lugares donde resida habitual o transitoriamente;

VIII. 
Las leyes de los estados introducirán el principio de la representación proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los municipios.

Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el Artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones reglamentarias.

IX. 
Derogada.

X. 
Derogada. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I. 
a X. …

XI.
Suspender ayuntamientos; declarar que estos han desaparecido; suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros; designar concejos municipales en aquellos casos en que proceda y a quienes deban suplir las ausencias temporales o absolutas de alguno de los miembros del Ayuntamiento, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en los demás ordenamientos aplicables.
XII.
a LIV…. 

Artículo 158-L. El Congreso del Estado, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes y por causa grave que determine la ley, podrán suspender Ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, siempre y cuando, en todos estos casos, se les otorgue las garantías de audiencia y de legalidad. 

CÓDIGO MUNICIPAL 

CAPÍTULO IV

DE LA SUSPENSIÓN Y REVOCACIÓN DEL MANDATO,

Y DE LA DESAPARICIÓN DE AYUNTAMIENTOS

ARTÍCULO 69. El Congreso del Estado, como lo establece el artículo 115 de la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 158-L de la Constitución Política del Estado de Coahuila, por acuerdo de las dos terceras partes del total de sus integrantes, podrá suspender ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido, suspender  o revocar el mandato de alguno o algunos de sus miembros.

ARTÍCULO 70. El Congreso del Estado de Coahuila, ejercerá la facultad de suspender, revocar o declarar desaparecida la autoridad municipal, como medidas esencialmente reconstructivas del orden constitucional a fin de mantener la paz pública, evitar los vacíos de autoridad, garantizar el funcionamiento regular de los ayuntamientos y respetar el sufragio popular.

ARTÍCULO 71. La suspensión es la sanción o medida disciplinaria que consiste en la privación temporal del cargo a alguno, o algunos o a todos los munícipes. La revocación consiste en la anulación del mandato de alguno, de algunos o de todos los munícipes, y significa su destitución. La desaparición de un ayuntamiento consiste en la declaración de inexistencia de la autoridad municipal.

ARTÍCULO 72. En caso de suspensión, revocación o desaparición, los procedimientos invariablemente deberán dar lugar a la presentación de las pruebas idóneas y los implicados tendrán que ser oídos y presentar su defensa en la forma que establezcan los ordenamientos legales.

ARTÍCULO 73. La resolución del Congreso que declare la suspensión o revocación de alguno, de algunos o de todos los miembros de un Ayuntamiento, así como la declaración de desaparición de ayuntamientos completos, no admite recurso alguno y deberá ser ejecutada en un plazo máximo de cinco días.

DE LA SUSPENSIÓN Y REVOCACIÓN

ARTÍCULO 74. Son causas de suspensión del mandato de alguno, de algunos o de todos los miembros del Ayuntamiento: 

I. Incurrir en las responsabilidades administrativas establecidas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

II. La incapacidad temporal física y/o mental para el desempeño del cargo.

III. Por faltar consecutivamente a tres sesiones ordinarias de Cabildo sin existir causa justificada.

IV. Por abandono de sus funciones en un término de quince días hábiles consecutivos, sin causa justificada.

V. La declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, en los términos de la ley de responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales, hasta en tanto culmine el proceso penal correspondiente.

ARTÍCULO 75. Son causas de revocación del mandato de alguno, de algunos o de todos los miembros del Ayuntamiento: 

I. La resolución condenatoria dictada por el Congreso del Estado, en juicio político instaurado en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza. Serán causas específicas: 

a). Los actos u omisiones que lesionan la integridad del territorio del estado o su soberanía, libertad e independencia interior.

b). El ataque sistemático a la forma de gobierno republicano, representativo y popular. 

c). Las violaciones sistemáticas y graves a las garantías individuales y sociales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la del Estado.

d). El incumplimiento reiterado de las obligaciones que a los ayuntamientos impone la Constitución Política Local y las leyes que de ella emanan, cuando cause perjuicios graves al municipio o se trastorne el funcionamiento normal de la institución.

e). Las violaciones sistemáticas y graves a los planes, programas y presupuestos de la administración pública y a las leyes que regulan el manejo de los recursos económicos.

f). Promover o adoptar una forma de gobierno o bases de organización política distintas de las señaladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
II. La sentencia condenatoria que recaiga al proceso penal que se lleve a cabo, en el supuesto de la fracción V, del artículo anterior.

III. La incapacidad definitiva física y/o mental para el desempeño del cargo.

IV. Dejar de asistir, sin causa justificada, a cuatro sesiones ordinarias de Cabildo en forma continua o el abandono de sus funciones por un lapso de treinta días hábiles consecutivos, sin causa justificada.

ARTÍCULO 76. En ningún caso será suspendido o revocado el mandato de los miembros de los ayuntamientos por causas de orden civil o cuando se trate de delitos culposos o leves.

ARTÍCULO 77. El procedimiento para decretar la suspensión o revocación del mandato de alguno o de algunos de los miembros del Ayuntamiento o Consejo Municipal, se sujetará a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales y por la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 78. Decretada la suspensión o revocación del mandato de alguno o de algunos de los miembros del Ayuntamiento, el Congreso del Estado llamará al suplente o suplentes para que rindan la protesta y ocupen el cargo correspondiente, dentro de las 72 horas siguientes a la notificación su resolución. En caso de no comparecer ningún suplente y no siendo necesaria la ocupación del cargo para que el ayuntamiento pueda sesionar válidamente, quedará vacante por el resto del período. Si la suspensión o revocación del mandato de alguno o de algunos de los miembros del Ayuntamiento impide que éste pueda sesionar válidamente, se deberá proceder en los términos que para la desaparición de ayuntamientos se establecen en este código.

ARTÍCULO 79. De suspenderse o revocarse el mandato de quien funja como presidente municipal, el Congreso del Estado elegirá al que deba ocupar el cargo de presidente municipal.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTÍCULO 90.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia conocerá de los asuntos relacionados con: 

(…)
IV.
Suspensión y desaparición de Ayuntamientos o Concejos Municipales y suspensión o revocación del mandato de alguno o algunos de sus integrantes, así como la designación de quienes deban desempeñar los cargos vacantes; 

(…)
Ahora bien una vez definido lo anterior, para quienes integramos esta comisión resulta obvio que los actores promueven ante este órgano legislativo el inicio del procedimiento de suspensión o revocación de mandato, por estimar que las conductas referidas en los hechos manifestados encuadran en algún supuesto de los previstos en los artículos 74 o 75 del Código Municipal.
En este orden lógico estimamos que a efecto de dar inicio al procedimiento de suspensión o revocación de mandato en el cual de conformidad a lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación deben respetarse los elementos del debido proceso, los denunciantes deben aportar los elementos de prueba correspondientes, que en el caso que nos ocupa son las diversas documentales que anexan a su denuncia y de los cuales no se desprende que el Presidente Municipal, este incurriendo en los hechos que se le atribuyen, pruebas que es necesario precisar únicamente guardan relación con  los numerales 4,12 y 14  del escrito, esto puesto que son simples requerimientos de información entregados a diversas instancias municipales en una sola ocasión, lo que no nos permite constatar plenamente que les asista la razón en su dicho, por lo que no se acreditan los supuestos previstos en la norma.
Aunado a lo anterior, los integrantes de la comisión estimamos indispensable aludir a la naturaleza jurídica de la revocación de mandato.
En relación a este precepto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido que es imperativo precisar que la facultad que se concede a las legislaturas locales para revocar el mandato a un presidente municipal debe ser ejercida  de manera excepcional.
Lo anterior se desprende del análisis del sentido y alcance del artículo 115 de la Constitución Federal, para una mejor comprensión de esto es necesario hacer una reseña histórica del precepto y de los fines que persigue, atendiendo a la propia y especial naturaleza de los Municipios, estudio que fue plasmado en la parte considerativa de la sentencia emitida por el Pleno del Supremo Tribunal de fecha 22 de febrero de 1999, que resolvió la Controversia Constitucional 32/97.
Al respecto, el Supremo Tribunal ha establecido que la trayectoria del artículo en mención en nuestra Constitución, ha sufrido diversas reformas, de las cuales cobra especial relevancia, atento al principio de libertad municipal, la que tuvo lugar el 3 de febrero de 1983, a partir de la cual se fortalece la libertad política, económica, administrativa y de gobierno de los municipios. Es decir, reforma en la que se integran al texto constitucional los principios de libertad y autonomía municipal.

En este mismo orden de ideas, quienes dictaminamos coincidimos en que esta disposición debe interpretarse en forma sistemática con las otras disposiciones referidas con anterioridad, resalta que para dar inicio al procedimiento de la revocación o suspensión de mandato es necesario que en la denuncia se acrediten mediante los alegatos y medios probatorios idóneos que se ha afectado de manera grave el funcionamiento del municipio.
La revocación de mandato es una medida reconstructiva del orden constitucional y por lo tanto, para que esta se dé, deben presentarse las causas graves a que se refiere el artículo 115 constitucional y las mismas deben afectar el interés de la comunidad y no simplemente el particular de los miembros del ayuntamiento,  además las mismas deben de afectar de manera severa la estructura del ente municipal o su funcionamiento.
Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha afirmado que “Las causas graves a que se refiere el artículo 115 de la CPEUM afectan el interés de la comunidad y no simplemente el particular de los miembros del Ayuntamiento, pues lo que protege este precepto es la independencia del Municipio como ente integrante de la Federación, y por ello, para que el Estado pueda intervenir, debe existir una afectación severa a la estructura del municipio o a su funcionamiento, lo que no se actualiza cuando la afectación que se aduce se refiere a intereses de alguno de los miembros del ayuntamiento. Por tanto, si no se acredita que se hubieran actualizado las causas graves en que la legislatura funde su resolución para revocar el mandato de un presidente municipal, dicha actuación trasgrede el artículo 115 constitucional.
Así, para dar inicio al procedimiento de la revocación del mandato, es necesario además de acreditar que el servidor público incurre en una de las causas previstas en los artículos 74 y 75 del Código Municipal que la conducta u omisión haya generado una afectación a la estructura y funcionamiento del municipio de tal gravedad que impida al órgano de gobierno el cumplimiento de sus fines o el ejercicio de sus funciones siendo indispensable que se encuentren plenamente acreditadas tales circunstancias.
De lo planteado hasta aquí quienes dictaminamos llegamos a las siguientes conclusiones: 

1. De conformidad al marco normativo que nos rige la suspensión y revocación del mandato éstas son medidas esencialmente reconstructivas del orden constitucional.

2. Tienen por finalidad mantener la paz pública, evitar vacíos de autoridad, garantizar el funcionamiento regular de los ayuntamientos y respetar el sufragio popular.

3. La ley exige en este sentido que las causas que motiven estas medidas sean graves.

4. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado los conceptos relacionados con estas instituciones jurídicas y se ha pronunciado en el sentido de que las causas graves a que se refiere el artículo 115 de la Constitución Federal se presentan cuando con la conducta del munícipe se afecta de manera sustancial y severa la estructura del municipio y su funcionamiento, afectándose a la población.
5. Así, la naturaleza de estas medidas es la de excepcional, puesto que su ejecución implica la intervención de un poder, en este caso el Legislativo en el municipio, que a partir de la reforma constitucional de 1983, tiene reconocida su autonomía, independencia y libertad.
6. Las medidas tienen el carácter de disciplinarias, por lo que para que sean constitucionales debe acreditarse su necesidad, proporcionalidad e idoneidad. 

Apoyamos nuestras consideraciones en los argumentos vertidos por Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la sentencia del amparo en revisión 1836/99, bajo el registro 6716.
Por todo lo anterior, es que en este caso tomando en consideración la naturaleza jurídica de la revocación del mandato como medida excepcional, así como las pruebas y alegatos de los promoventes de los oficios objeto del presente dictamen, vertidas en los expedientes recibidos por este H. Congreso, no se advierte el acreditamiento de las causas previstas en el artículo 74 ni en el 75 del código municipal o en la demás legislación aplicable.
Aunado a lo anterior, de lo vertido en los escritos de denuncia analizados tampoco se advierte que las conductas atribuidas al C. Oscar Jaramillo Muruaga, hayan provocado una afectación grave, sustancial o severa al funcionamiento del municipio y con ello se haya causado algún perjuicio a la población.
En base a lo anterior, esta Comisión estima que al no acreditarse dichas circunstancias y en pleno respeto del principio constitucional de libertad e independencia municipal, tiene a bien emitir el siguiente:
DICTAMEN

PRIMERO.- Esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia estima improcedente iniciar el procedimiento de revocación o suspensión de mandato del C. Presidente  Municipal de Viesca, Coahuila, de Zaragoza C.  Oscar Jaramillo Muruaga.

SEGUNDO.- Quedan a salvo los derechos de los promoventes, para  iniciar las acciones legales relativas a responsabilidad administrativa o de otra naturaleza ante la Contraloría Municipal, la Auditoría Superior del Estado, el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado y las demás autoridades competentes.
TERCERO.- Comuníquese este dictamen en forma oficial a los  C.C Luis Javier Castañeda, Benita Ríos Alvarado, Margarito Ramírez, Socorro Rodríguez F., Gustavo Alfonso Nava Ríos, Flor Margarita Froto y Norma Patricia Fraire, integrantes de la Asociación Hagámoslo Bien Unidos Viesca, mediante el cual solicitan se analice la actuación del Presidente Municipal de dicho municipio, y se someta a consideración su estadía en el cargo; el segundo escrito, suscrito por el C. Héctor Ordaz Jaramillo, Séptimo Regidor y la C. Blanca Zuleima Nava Rodríguez, Síndico de Vigilancia.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al escrito suscrito por los CC. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Parras de la Fuente, mediante el cual señalan que en forma sistemática y grave el Presidente Municipal de dicho Municipio, sigue actuando en contra de los ordenamientos legales que rigen el funcionamiento del municipio y solicitan se inicie el procedimiento de revocación o suspensión del Mandato del C. Evaristo Armando Madero Marcos.
R E S U L T A N D O
ÙNICO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 01 de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, el escrito suscrito por los CC. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Parras de la Fuente, mediante el cual señalan que en forma sistemática y grave el Presidente Municipal de dicho Municipio, sigue actuando en contra de los ordenamientos legales que rigen el funcionamiento del municipio y solicitan se inicie el procedimiento de revocación o suspensión del Mandato del C. Evaristo Armando Madero Marcos; y

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Que esta Comisión con fundamento en los artículos, 115 de la Constitución General, 67 Fracción IX y 158-L de la Constitución Política del Estado; 69 a 79 del Código Municipal del Estado, así como 90 fracción IV y demás  relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso, es competente para emitir el presente dictamen.
SEGUNDO.- El escrito de denuncia en contra del C. Evaristo Armando Madero Marcos se funda en las consideraciones expuestas en el mismo, las cuales fueron analizadas y valoradas por esta comisión dictaminadora.
TERCERO.- Que una vez presentada la denuncia, es competencia de esta Comisión dictaminar si la conducta atribuida corresponde a las enumeradas en el artículo 74 o en el inciso f) del artículo 75 del Código Municipal para el Estado, por lo que a continuación nos abocaremos al estudio de los hechos consignados y pruebas consignados en los expedientes aludidos. 

III. SÍNTESIS DE LOS HECHOS PRESENTADOS EN EL ESCRITO TURNADO A ESTA COMISIÓN EL DÍA 1 DE MARZO DEL PRESENTE AÑO

Primero.- Señalan que el C. Evaristo Armando Madero Marcos, sin tomar en cuenta al cabildo, de forma unilateral y autoritaria designó como titulares de la administración pública al C. Enrique Jiménez Valdez como Secretario del Ayuntamiento; a la C. Dora Angélica García Reyna como titular del área de Fomento Cívico y Cultural; a la C. Martha Montes Rocha, como Contralora Municipal, a la C. María Elizabeth Murra Ramusat como Tesorera; al C. Manuel Cortinas Orozco como titular de Desarrollo Rural; al C. Rolando Álvarez Flores como titular de Seguridad Pública; al C. Lázaro Martínez Martínez como titular de Obras Públicas; al C. Pedro Verástegui García como Titular de Ecología y al C. Daniel Arreola del Ángel como titular de Desarrollo Social, lo cual contraviene lo dispuesto en los artículos 55 y 56 del Reglamento Interior para la Organización Política y Administrativa de Parras, disposición que prevé que los titulares de la administración pública municipal centralizada, serán designados por el Ayuntamiento a propuesta del Presidente Municipal, con excepción del órgano de control interno municipal, el cual será designado por el Ayuntamiento conforme al procedimiento de selección que previamente se establezca y mediante mayoría calificada.

En este sentido, manifiestan que consideran que esto aunado a las violaciones contenidas en el primer escrito presentado por los suscritos, trae como consecuencia un ataque sistemático y reiterado a la forma de gobierno republicano, representativo y popular.

Segundo.- Durante el mes de enero del presente año, se celebró una sola sesión ordinaria de cabildo y a la fecha de presentación del escrito, no se había celebrado una sola sesión ordinaria de cabildo lo que se contrapone a lo dispuesto por el artículo 90 del Código Municipal del Estado, que dispone que los ayuntamientos celebrarán el número de sesiones ordinarias que señale su reglamento interior pero no podrán ser menos de dos sesiones ordinarias públicas al mes.

Tercero.- Refieren que no les han sido comunicadas las actas de cabildo de fechas 03 y 11 de enero del presente año, aun y cuando lo han solicitado por escrito, violentando con ello lo previsto en el artículo 99 del Código Municipal y los artículos 31 y 33 Fracción I del Reglamento Interior para la Organización Política y Administrativa del Municipio de Parras, Coahuila, que señalan:
ARTÍCULO 99. El Ayuntamiento deberá comunicar los acuerdos por escrito y en un término no mayor de veinte días hábiles. Asimismo, el presidente municipal y los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, deberán comunicar sus acuerdos en un plazo no mayor de diez días hábiles.

 Artículo 31 del Reglamento Interior…

Previa solicitud por escrito los munícipes podrán obtener copias certificadas de las actas que se encuentren firmadas en su totalidad.

Artículo 33:

El Presidente Municipal los Regidores y los Síndicos como garantes del orden constitucional, tendrán como deber fundamental la salvaguarda del principio de legalidad, desempeñándose con probidad, lealtad y decoro en el cargo o comisión que le han sido conferidos, quedando obligados a observar los siguientes deberes:

I.- Cumplir con diligencia sus funciones y abstenerse de efectuar cualquier acto que cause demora o negligencia en su actividad o implique el ejercicio indebido de su cargo o comisión.
CUARTO.- Aluden que la Tesorera Elizabeth Murra Remusat, se ha negado a la fecha de la presentación de este escrito a proporcionar a la C. Amalia Josefina Flores Arizpe los documentos de los aspectos financieros del Ayuntamiento, documentación propia del desempeño de sus funciones de Síndico de Vigilancia, contraviniendo lo previsto en los artículo 35 y 106-A del Código Municipal que a la letra señalan:
ARTÍCULO 35. El síndico es el integrante del Ayuntamiento encargado de vigilar los aspectos financieros del mismo, de procurar y defender los intereses del municipio y representarlo jurídicamente.

En la integración de todo Ayuntamiento deberá existir por lo menos un síndico para la mayoría y, en su caso, la primera minoría contará con un síndico de vigilancia en los términos que establezca este Código y la ley de la materia.

ARTÍCULO 106-A. Son facultades, competencias y obligaciones de los síndicos de vigilancia de la primera minoría, sin detrimento de aquellas que correspondan al síndico de la mayoría:

I. Coadyuvar en la vigilancia de la correcta aplicación del presupuesto de egresos y, en su caso, asistir a las visitas de inspección que se hagan a la Tesorería del Municipio.

II. Vigilar que la cuenta pública municipal se integre en la forma y términos previstos en las disposiciones aplicables y se remita en tiempo al Congreso del Estado.

III. Participar, en los términos que correspondan, en la formulación del inventario de bienes muebles e inmuebles del municipio, los que deberán inscribirse en un libro especial con expresión y destino de los mismos, vigilando que dicho inventario esté siempre actualizado.

IV. Solicitar y obtener del tesorero municipal, la información relativa a la hacienda pública municipal, al ejercicio del presupuesto de egresos, al patrimonio municipal y demás documentación de la gestión financiera municipal, necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

V. Asistir puntualmente a las sesiones del Ayuntamiento con voz y voto.

VI. Desempeñar las comisiones que le encomiende el Ayuntamiento.

VII. Las demás que determinen las leyes y reglamentos aplicables en materia de vigilancia financiera municipal.

QUINTO.- Aluden que el C. Evaristo Armando Madero Marcos en entrevista para la Revista el Jornal se condujo en contravención a lo estipulado en los artículos 47 y 48 del Código Municipal y 33 del Reglamento Interior, que estipulan lo siguiente:

ARTÍCULO 47. Los integrantes del Ayuntamiento guardarán el debido respeto y compostura en el recinto oficial, durante las sesiones de Cabildo y en cualquier acto público con motivo de sus funciones, en congruencia con su dignidad de representantes del pueblo.

ARTÍCULO 48. En virtud de su investidura de servidores públicos, los integrantes del ayuntamiento deberán actuar invariablemente en función del bien público municipal, con lealtad, honestidad y respeto a la ciudadanía. Asimismo, deberán guardar la reserva y discreción debida, en relación con los asuntos tratados en las sesiones secretas.

Artículo 33:

El Presidente Municipal los Regidores y los Síndicos como garantes del orden constitucional, tendrán como deber fundamental la salvaguarda del principio de legalidad, desempeñándose con probidad, lealtad y decoro en el cargo o comisión que le han sido conferidos, quedando obligados a observar los siguientes deberes:

IV. PUNTOS PETITORIOS:

Primero.- Se les tenga por denunciado los nuevos actos violatorios tanto de la constitución local como de los diversos artículos del Código Municipal para el Estado de Coahuila y del Reglamento Interior para la Organización Política y Administrativa del Municipio de Parras de la Fuente Coahuila.

Segundo.- En virtud de los nuevos actos denunciados, se nos tenga por reiterado la Solicitud de Suspensión o Revocación de Mandato del C. Evaristo Armando Madero Marcos, como medida esencialmente restitutiva del orden constitucional a efecto de garantizar el funcionamiento regular del Ayuntamiento de Parras de la Fuente Coahuila, dado que los actos denunciados en su escrito inicial de fecha 17 de enero del presente año, como de los aludidos en este escrito, consideran son violaciones sistemáticas y graves, observándose una forma de gobierno o bases de organización política distintas a las señaladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Tercero.- Se anexe y turne el presente escrito a la comisión correspondiente, dado que el primer escrito fue remitido para su sustanciación a la Comisión de Gobernación.

V. PRUEBAS ANEXADAS AL ESCRITO SUSCRITO EN FECHA 21 DE FEBRERO DEL PRESENTE AÑO:
1. Copia simple de un oficio dirigido al C. Evaristo Armando Madero Marcos, mediante el cual se solicita copia legalmente certificada del Acta levantada con motivo de la Sesión de Instalación de Cabildo llevada a cabo el 3 de enero del 2018, así como Acta levantada en la sesión del día 11 de enero del mismo año, suscrito por los CC. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Minoría del Municipio de Parras de la Fuente Coahuila.
2. Copia simple del escrito dirigido a la encargada de la Tesorería del Municipio de Parras de la Fuente, Coahuila de Zaragoza, en donde solicita la copia fiel de la información municipal que haya recibido de la administración anterior, copia fiel de la información relativa a la hacienda pública municipal, que haya recibido de la administración anterior, incluyendo la actual, copia fiel de la información relativa al ejercicio del presupuesto de egresos, copia fiel de la información relativa al patrimonio municipal, copia fiel de la demás documentación de la gestión municipal necesaria para el cumplimiento de las funciones de la síndico de vigilancia; signado por la C. Amalia Josefina Flores Arizpe.
3. Escrito  dirigido a la encargada de la Tesorería Municipal mediante el cual se requiere, la nómina total del personal que presta sus servicios en la administración municipal actual, signado por la C. Amalia Josefina Flores Arizpe.
Una vez analizados los hechos denunciados por los promoventes, los puntos petitorios y las pruebas aportadas, quienes dictaminamos queremos dejar en claro que si bien es cierto, en la denuncia analizada se hace referencia en el petitorio segundo que “se nos tenga por reiterado la Solicitud de Suspensión o Revocación de Mandato del C. Evaristo Armando Madero Marcos, como medida esencialmente restitutiva del orden constitucional a efecto de garantizar el funcionamiento regular del Ayuntamiento de Parras de la Fuente Coahuila,” del contenido del escrito de fecha 11 de enero del presente año, no se desprende que en el mismo se haya solicitado la revocación o suspensión del mandato del Presidente Municipal, es en este sentido necesario precisar que en este procedimiento no cabe la suplencia de la queja, por lo que nos abocaremos a analizar en primer término, el último de los escritos turnados a esta comisión y después haremos un análisis de los puntos consignados en el escrito de fecha 17 de enero del presente año, para efecto de mejor proveer. 
VI. SÍNTESIS DE LOS AGRAVIOS PRESENTADOS EN EL ESCRITO RECIBIDO EN FECHA 17 DE ENERO DEL AÑO EN CURSO:

El citado escrito, entre otras cosas, contiene denuncia en contra del C. Evaristo Armando Madero Marcos, quien actualmente funge como Presidente Municipal de Parras de la Fuente, en conjunto con los demás miembros del H. Ayuntamiento, los cuales se argumenta, han cometido violaciones y omisiones tanto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila, el Código Municipal, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y demás ordenamientos legales que se encuentran en vigor, dicha denuncia expone entre otras cosas, lo siguiente:

En primer término, se menciona que se violentó lo dispuesto en los artículos 24 y 27 de la Ley de Entrega - Recepción del Estado y sus Municipios, lo cual se comprueba de acuerdo “con la copia certificada de oficio expedido por el (…) Alcalde de nuestro municipio Jorge Dávila Peña (…) dirigido al Alcalde electo (…) Evaristo Armando Madero Marcos, para llevar a cabo la entrega-recepción de la Administración Pública del Municipio el día 31 de diciembre de 2017”, acto que no se dio en las fechas señaladas por el ordenamiento referido.

Por otra parte, se señala que “contrario a lo establecido en el Código Municipal, el domingo 31 de diciembre de 2017, siendo las 14:38 [hrs.], el C. Evaristo Armando Madero Marcos, a través del C. Salvador Jaramillo Martínez, en forma por demás informal, comunicó por teléfono a los suscritos, para que se presentaran a la sesión formal de instalación de cabildo, misma que tendría verificativo el día miércoles 03 de enero a las 12:00 horas en la sala de cabildo, contraviniendo (…) lo dispuesto por el artículo 158-k fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como los artículos 51 y 53 del Código Municipal”, que entre otras cosas establecen que los Ayuntamientos iniciarán sus funciones el 1º de enero del año inmediato siguiente al de la elección.

“Continuando con lo señalado en el punto anterior, (…) la sesión de instalación del Gobierno Municipal de Parras de la Fuente, fue celebrada públicamente, en fecha 03 de enero de 2018, aproximadamente a las 12:18 [hrs.] (…) como puede apreciarse en la transmisión en vivo realizada por la revista el Jornal (…), que se encuentra visible dentro de su página de Facebook”.

Asimismo, manifiestan que no conforme a lo anterior y contrario a lo dispuesto por el artículo 55 fracción III, del Código Municipal, el C. Evaristo Armando Madero Marcos, omitió la presentación de los aspectos generales de su plan de trabajo, en la referida sesión, contraviniendo dicha obligación legal. 

Aunado a lo anterior, quienes suscriben manifiestan que el C. Evaristo Armando Madero Marcos, de forma ilícita y sin ninguna eficacia y sustento legal, procedió a rendir la protesta a tres personas, en los cargos de Secretario del Ayuntamiento, Tesorero y Contralor, acción por demás ilegal, ya que el nombramiento de dichos cargos es facultad exclusiva del Ayuntamiento en funciones y no potestad unilateral del Presidente Municipal, lo que para ellos, genera una “usurpación de atribuciones”.

Continuando con la denuncia, se alude que la designación de la Contralora Martha Alicia Montes Rocha, resulta aún más ilegal, ya que el C. Evaristo Armando Madero Marcos, no tuvo la precaución de verificar los requisitos de dicho cargo, ya que como puede constatarse en el portal del Registro Nacional de Profesiones, Martha Alicia Montes Rocha, no aparece registrada ante la mencionada dependencia federal, por tanto, válidamente se demuestra que dicha persona no cuenta con Cédula Profesional, con lo que se concluye que no reúne los requisitos que la Ley le exige para ocupar el cargo, violando con ello lo dispuesto en las fracciones II y IV del artículo 134 del Código Municipal.
Por otra parte, indican que igual de ilegal resulta la designación y toma de protesta de la Tesorera Elizabeth Murra Remusat, porque resulta ser prima hermana de la esposa del Presidente Municipal, por ende comparte parentesco civil con el actual Alcalde, dicho parentesco la coloca en violación al supuesto legal contenido en el artículo 3 fracción VI, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, disposición relativa al conflicto de interés.
En lo referente a la designación del Secretario del Ayuntamiento, Enrique Jiménez Valdés, quienes suscriben, afirman que la misma resulta ser contraria a derecho, toda vez que recae en persona que no reúne los requisitos legales para ocupar el cargo, ya que radica y reside en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, contraviniendo lo dispuesto en el artículo 125 del Código Municipal.

Quienes suscriben, encuentran que no obstante habérsele hecho del conocimiento la designación ilegal del Secretario del Ayuntamiento, el Presidente Municipal “ha tolerado y permitido que esta persona continúe desempeñando las funciones y atribuciones inherentes a dicho cargo”.
En el mismo sentido, manifiestan que por lo que hace al citatorio correspondiente a la sesión de cabildo, fechado el día 08 de enero del año en curso, el mismo no fue emitido conforme a lo previsto en el artículo 87 del Código Municipal.
También señalan que encontrándose el día 11 de enero del 2018 a las doce horas, en la sala de cabildo, se percataron de que la misma había sido desalojada, lo que los llevó a concluir que la sala maliciosamente se había alterado, con el propósito de no celebrar la sesión en dicho lugar, ya que en tiempo posterior, se les informó que el resto de los regidores se encontraban en sesión en un lugar diverso, contraviniéndose lo dispuesto en el artículo 96 del Código Municipal.

Del mismo modo, señalan que como puede comprobarse de los citatorios enviados para acudir a la segunda sesión solemne, el orden del día establecía en su punto tres, la designación de las comisiones para el funcionamiento del Ayuntamiento del período constitucional de 2018, lo cual contraviene lo dispuesto por el artículo 63 del Código Municipal, que fija que al término de la sesión de instalación, el Ayuntamiento procederá a aprobar las comisiones que indica dicho ordenamiento.  

Aunado a lo anterior, la denuncia refiere, que el “16 de enero de (…) [2018]” los regidores y el Síndico de Minoría del Ayuntamiento de Parras, recibieron el oficio No. SA/014/2018, en donde se les comunica textualmente “las comisiones de trabajo que les fueron encomendadas”. 

Observan que la comisión de Hacienda y Cuenta Pública se encuentra ilegalmente integrada, ya que la misma se compone por los Regidores Juan José Morales Martínez y María Gabriela Carrillo Risoul, ambos postulados por el Partido Verde Ecologista, debiendo estar integrada de conformidad al artículo 111 del Código Municipal, con cuando menos un regidor de minoría. 

De igual manera, se menciona que la misma suerte corre la Comisión de Obras Públicas, ya que ésta se encuentra formada solo por Regidores que formaron parte de la planilla propuesta por el Partido Verde Ecologista.

En el mismo sentido, manifiestan que a la fecha no se encuentran integradas las comisiones de Transparencia y Acceso a la Información y la de Reglamentación.
VII. RELACIÓN DE MEDIOS PROBATORIOS QUE SE ENCUENTRAN ADJUNTOS AL ESCRITO RECIBIDO EN FECHA 17 DE ENERO DE 2018.

1. VIDEO 1: Ceremonia de instalación y toma de protesta del cabildo electo del Republicano Ayuntamiento de Parras de la Fuente, Coahuila, para el ejercicio constitucional 2018, dado en el recinto de la Presidencia Municipal el día 03 de enero de 2018.

2. VIDEO 2: Entrevista de un medio de comunicación al Alcalde, donde se le cuestiona si con la toma de protesta que se acaba de dar, no se trasgrede lo que marca la constitución, a lo que el alcalde responde que tuvo que atender un problema de salud, y que presentó una disculpa ante el Congreso y el Gobernador, diciendo que estaba en una atención médica.

3. VIDEO 3: Noticiero de Canal 5 TuTv Segura en Parras, del día 11 de enero de 2018. Donde informan que los medios de comunicación se dieron cita en la Presidencia Municipal, para cubrir la primera sesión de cabildo, ya que el Ayuntamiento de Parras, circuló un citatorio para su segunda sesión solemne, la cual se llevaría a cabo a las 12:00 horas de ese día, en la Sala de Cabildo de la Presidencia Municipal, el cual fue mostrado en el programa.

Asimismo, muestran una entrevista realizada al Lic. Ramiro Pérez Arciniega, quien manifiesta que llegaron puntuales a la cita para la sesión de cabildo, la cual estaba programada para las 12:00 horas, y que siendo las 12:20 se puede constatar que el lugar se encuentra en condiciones de llevar a cabo la sesión, mencionando que por lo tanto, cualquier acto que se celebre y cualquier acta que se levante, al no haberse celebrado en esa sesión es totalmente inválida, ya que ahí era el lugar de la cita y conforme a la ley no se puede mover y que interpondrán las quejas correspondientes a que no se ha respetado lo que establece el Código Municipal, ante el Congreso del Estado.

4. VIDEO 4: Se muestra a un medio de comunicación intentando entrar al lugar donde presuntamente se celebraría la sesión de cabildo, a lo que una persona le comenta que la misma no es pública, por lo cual no está permitido el ingreso. Asimismo se realiza una entrevista al Alcalde, y se le cuestiona el asunto que fue tratado, a lo que él responde que fue para posesionar al Secretario, Tesorero y Contralor de dicho Ayuntamiento, y al cuestionarle por qué la exclusión de los regidores de oposición a dicha reunión, el alcalde comenta que se les hizo la invitación y no acudieron. En cuanto al cambio de lugar de la sesión de última hora, responde que se debió a que no había mobiliario, siendo la razón por la cual se determinó hacerla en un lugar distinto al acordado. 

Quienes integramos esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia observamos que para determinar la procedencia del inicio del procedimiento de revocación de mandato como medida restitutiva del orden constitucional a efecto de garantizar el funcionamiento regular del Ayuntamiento de Parras de la Fuente Coahuila, en los términos solicitados por los CC. Ramiro Pérez Arciniega; C. Amalia Josefina Flores Arizpe; Concepción Guadalupe Robles Hernández y Fernando Silva Ponce, debemos analizar los hechos en los que fundan su pretensión y el significado y alcances de las disposiciones que rigen estas instituciones jurídicas.
Así, una vez agotado la primera parte del análisis, definiremos el marco legal que norma la figura de la revocación del mandato.
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

I. 
Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.
(…)

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan.

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley.
En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores;
II. 
Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.
Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal.

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:

a) 
Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;
b) 
Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo mayor al periodo del Ayuntamiento;
c) 
Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución;
d) 
El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes; y
e) 
Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.
Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores;
III. 
Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:

a) 
Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;

b) 
Alumbrado público.

c) 
Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;

d) 
Mercados y centrales de abasto.

e) 
Panteones.

f) 
Rastro.

g) 
Calles, parques y jardines y su equipamiento;

h) 
Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e

i) 
Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera.

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.
Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio;
Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley.
IV. 
Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) 
Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles.

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones.

b) 
Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de los Estados.

c) 
Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley;

V. 
Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para:

a) 
Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal;

b) 
Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales;

c) 
Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de los municipios;

d) 
Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales;

e) 
Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana;

f) 
Otorgar licencias y permisos para construcciones;

g) 
Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia;

h) 
Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e

i) 
Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales.

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del inciso i) de esta fracción;

VI. 
Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia.

VII. 
La policía preventiva estará al mando del presidente municipal en los términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado. Aquélla acatará las órdenes que el Gobernador del Estado le transmita en aquellos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración grave del orden público.

El Ejecutivo Federal tendrá el mando de la fuerza pública en los lugares donde resida habitual o transitoriamente;

VIII. 
Las leyes de los estados introducirán el principio de la representación proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los municipios.

Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el Artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones reglamentarias.

IX. 
Derogada.
X. 
Derogada. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I. 
a X. …

XI.
Suspender ayuntamientos; declarar que estos han desaparecido; suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros; designar concejos municipales en aquellos casos en que proceda y a quienes deban suplir las ausencias temporales o absolutas de alguno de los miembros del Ayuntamiento, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en los demás ordenamientos aplicables.
XII.
a LIV…. 

Artículo 158-L. El Congreso del Estado, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes y por causa grave que determine la ley, podrán suspender Ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, siempre y cuando, en todos estos casos, se les otorgue las garantías de audiencia y de legalidad. 

CÓDIGO MUNICIPAL 

CAPÍTULO IV

DE LA SUSPENSIÓN Y REVOCACIÓN DEL MANDATO,

Y DE LA DESAPARICIÓN DE AYUNTAMIENTOS

ARTÍCULO 69. El Congreso del Estado, como lo establece el artículo 115 de la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 158-L de la Constitución Política del Estado de Coahuila, por acuerdo de las dos terceras partes del total de sus integrantes, podrá suspender ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido, suspender  o revocar el mandato de alguno o algunos de sus miembros.

ARTÍCULO 70. El Congreso del Estado de Coahuila, ejercerá la facultad de suspender, revocar o declarar desaparecida la autoridad municipal, como medidas esencialmente reconstructivas del orden constitucional a fin de mantener la paz pública, evitar los vacíos de autoridad, garantizar el funcionamiento regular de los ayuntamientos y respetar el sufragio popular.

ARTÍCULO 71. La suspensión es la sanción o medida disciplinaria que consiste en la privación temporal del cargo a alguno, o algunos o a todos los munícipes. La revocación consiste en la anulación del mandato de alguno, de algunos o de todos los munícipes, y significa su destitución. La desaparición de un ayuntamiento consiste en la declaración de inexistencia de la autoridad municipal.

ARTÍCULO 72. En caso de suspensión, revocación o desaparición, los procedimientos invariablemente deberán dar lugar a la presentación de las pruebas idóneas y los implicados tendrán que ser oídos y presentar su defensa en la forma que establezcan los ordenamientos legales.

ARTÍCULO 73. La resolución del Congreso que declare la suspensión o revocación de alguno, de algunos o de todos los miembros de un Ayuntamiento, así como la declaración de desaparición de ayuntamientos completos, no admite recurso alguno y deberá ser ejecutada en un plazo máximo de cinco días.

DE LA SUSPENSIÓN Y REVOCACIÓN

ARTÍCULO 74. Son causas de suspensión del mandato de alguno, de algunos o de todos los miembros del Ayuntamiento: 

I. Incurrir en las responsabilidades administrativas establecidas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

II. La incapacidad temporal física y/o mental para el desempeño del cargo.

III. Por faltar consecutivamente a tres sesiones ordinarias de Cabildo sin existir causa justificada.

IV. Por abandono de sus funciones en un término de quince días hábiles consecutivos, sin causa justificada.

V. La declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, en los términos de la ley de responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales, hasta en tanto culmine el proceso penal correspondiente.

ARTÍCULO 75. Son causas de revocación del mandato de alguno, de algunos o de todos los miembros del Ayuntamiento: 

I. La resolución condenatoria dictada por el Congreso del Estado, en juicio político instaurado en los términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza. Serán causas específicas: 

a). Los actos u omisiones que lesionan la integridad del territorio del estado o su soberanía, libertad e independencia interior.

b). El ataque sistemático a la forma de gobierno republicano, representativo y popular. 

c). Las violaciones sistemáticas y graves a las garantías individuales y sociales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la del Estado.

d). El incumplimiento reiterado de las obligaciones que a los ayuntamientos impone la Constitución Política Local y las leyes que de ella emanan, cuando cause perjuicios graves al municipio o se trastorne el funcionamiento normal de la institución.

e). Las violaciones sistemáticas y graves a los planes, programas y presupuestos de la administración pública y a las leyes que regulan el manejo de los recursos económicos.

f). Promover o adoptar una forma de gobierno o bases de organización política distintas de las señaladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
II. La sentencia condenatoria que recaiga al proceso penal que se lleve a cabo, en el supuesto de la fracción V, del artículo anterior.

III. La incapacidad definitiva física y/o mental para el desempeño del cargo.

IV. Dejar de asistir, sin causa justificada, a cuatro sesiones ordinarias de Cabildo en forma continua o el abandono de sus funciones por un lapso de treinta días hábiles consecutivos, sin causa justificada.

ARTÍCULO 76. En ningún caso será suspendido o revocado el mandato de los miembros de los ayuntamientos por causas de orden civil o cuando se trate de delitos culposos o leves.

ARTÍCULO 77. El procedimiento para decretar la suspensión o revocación del mandato de alguno o de algunos de los miembros del Ayuntamiento o Consejo Municipal, se sujetará a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales y por la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 78. Decretada la suspensión o revocación del mandato de alguno o de algunos de los miembros del Ayuntamiento, el Congreso del Estado llamará al suplente o suplentes para que rindan la protesta y ocupen el cargo correspondiente, dentro de las 72 horas siguientes a la notificación su resolución. En caso de no comparecer ningún suplente y no siendo necesaria la ocupación del cargo para que el ayuntamiento pueda sesionar válidamente, quedará vacante por el resto del período. Si la suspensión o revocación del mandato de alguno o de algunos de los miembros del Ayuntamiento impide que éste pueda sesionar válidamente, se deberá proceder en los términos que para la desaparición de ayuntamientos se establecen en este código.

ARTÍCULO 79. De suspenderse o revocarse el mandato de quien funja como presidente municipal, el Congreso del Estado elegirá al que deba ocupar el cargo de presidente municipal.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTÍCULO 90.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia conocerá de los asuntos relacionados con: 

(…) 

IV.
Suspensión y desaparición de Ayuntamientos o Concejos Municipales y suspensión o revocación del mandato de alguno o algunos de sus integrantes, así como la designación de quienes deban desempeñar los cargos vacantes; 

(…) 

Ahora bien una vez definido lo anterior, para quienes integramos esta comisión resulta obvio que los actores, promueven ante este órgano legislativo el  inicio del procedimiento de suspensión o revocación de mandato, por estimar que las conductas referidas en los hechos manifestados encuadran en el supuesto del inciso f) del artículo 75 del Código Municipal que establece como causa de la suspensión o revocación del mandato el:
f). Promover o adoptar una forma de gobierno o bases de organización política distintas de las señaladas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
A efecto de dar inicio al procedimiento de suspensión o revocación de mandato en el cual de conformidad a lo establecido por la suprema corte de justicia de la nación deben respetarse los elementos del debido proceso, los denunciantes deben aportar los elementos de prueba correspondientes, que en el caso que nos ocupa son las diversas documentales que anexan a su denuncia, y de los cuales no se desprende que el Presidente Municipal, esté incurriendo en los hechos que se le atribuyen, pruebas que es necesario precisar, en el caso concreto únicamente guardan relación con  los numerales 3 y 4  del escrito (negar el acceso a copias de las actas de cabildo y a información financiera que permita realizar las funciones de la síndico de vigilancia) ésto puesto que, son simples requerimientos de información entregados a diversas instancias municipales en una sola ocasión, lo que no nos permite constatar plenamente que les asista la razón en su dicho, por lo que no se acredita el supuesto aludido.
Por lo que hace a los videos que presentan adjuntos al primer escrito en el que nos informan de presuntas violaciones cometidas por el presidente municipal, después del análisis de los mismos notamos que también corresponden solo a algunas de las conductas atribuidas al alcalde y que de ellas tampoco se desprenden elementos suficientes para motivar el inicio de un procedimiento de revocación de mandato.

Aunado a lo anterior, los integrantes de la comisión estimamos indispensable aludir a la naturaleza jurídica de la revocación de mandato.
En relación a este precepto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido que es imperativo precisar que la facultad que se concede a las legislaturas locales para revocar el mandato a un presidente municipal debe ser ejercida de manera excepcional.
Lo anterior se desprende del análisis del sentido y alcance del artículo 115 de la Constitución Federal, atendiendo a la propia y especial naturaleza de los Municipios, estudio que fue plasmado en la parte considerativa de la sentencia emitida por el Pleno del Supremo Tribunal de fecha 22 de febrero de 1999, que resolvió la Controversia Constitucional 32/97.
Al respecto, el Supremo Tribunal ha establecido que la trayectoria del artículo en mención en nuestra Constitución, ha sufrido diversas reformas, de las cuales cobra especial relevancia, atento al principio de libertad municipal, la que tuvo lugar el 3 de febrero de 1983, a partir de la cual se fortalece la libertad política, económica, administrativa y de gobierno de los municipios.
Es decir, reforma en la que se integran al texto constitucional los principios de libertad y autonomía municipal.
En este mismo orden de ideas, quienes dictaminamos coincidimos en que esta disposición debe interpretarse en forma sistemática con las otras disposiciones referidas con anterioridad.

En este contexto, resalta que para dar inicio al procedimiento de la revocación o suspensión de mandato es necesario que en la denuncia se acrediten mediante los alegatos y medios probatorios idóneos que se ha afectado de manera grave el funcionamiento del municipio.
Tal y como lo aluden los promoventes, la revocación de mandato es una medida reconstructiva del orden constitucional. Así para que esta se dé, deben presentarse las causas graves a que se refiere el artículo 115 constitucional y las mismas deben afectar el interés de la comunidad y no simplemente el particular de los miembros del ayuntamiento, además ellas deben de afectar de manera severa la estructura del ente municipal o su funcionamiento.
Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha afirmado que “Las causas graves a que se refiere el artículo 115 de la CPEUM afectan el interés de la comunidad y no simplemente el particular de los miembros del Ayuntamiento, pues lo que protege este precepto es la independencia del Municipio como ente integrante de la Federación, y por ello, para que el Estado pueda intervenir, debe existir una afectación severa a la estructura del municipio o a su funcionamiento, lo que no se actualiza cuando la afectación que se aduce se refiere a intereses de alguno de los miembros del ayuntamiento. Por tanto, si no se acredita que se hubieran actualizado las causas graves en que la legislatura funde su resolución para revocar el mandato de un presidente municipal, dicha actuación trasgrede el artículo 115 constitucional.
Así, para dar inicio al procedimiento de la revocación del mandato, es necesario además de acreditar que el servidor público incurre en una de las causas previstas en los artículos 74 y 75 del Código Municipal que la conducta u omisión haya generado una afectación a la estructura y funcionamiento del municipio de tal gravedad que impida al órgano de gobierno el cumplimiento de sus fines o el ejercicio de sus funciones siendo indispensable que se encuentren plenamente acreditadas tales circunstancias.

De lo planteado hasta aquí quienes dictaminamos llegamos a las siguientes conclusiones:

7. De conformidad al marco normativo que nos rige la suspensión y revocación del mandato éstas son medidas esencialmente reconstructivas del orden constitucional.

8. Tienen por finalidad mantener la paz pública, evitar vacíos de autoridad, garantizar el funcionamiento regular de los ayuntamientos y respetar el sufragio popular.

9. La ley exige en este sentido que las causas que motiven estas medidas sean graves.

10. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado los conceptos relacionados con estas instituciones jurídicas y se ha pronunciado en el sentido de que las causas graves a que se refiere el artículo 115 de la Constitución Federal se presentan cuando con la conducta del munícipe se afecta de manera sustancial y severa la estructura del municipio y su funcionamiento, afectándose a la población.
11. Así, la naturaleza de estas medidas es la de excepcional, puesto que su ejecución implica la intervención de un poder, en este caso el Legislativo en el municipio, que a partir de la reforma constitucional de 1983, tiene reconocida su autonomía, independencia y libertad.
12. Las medidas tienen el carácter de disciplinarias, por lo que para que sean constitucionales debe acreditarse su necesidad, proporcionalidad e idoneidad. 
Apoyamos nuestras consideraciones en los argumentos vertidos por Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la sentencia del amparo en revisión 1836/99, bajo el registro 6716.
Por todo lo anterior es que en este caso, tomando en consideración la naturaleza jurídica de la revocación del mandato como medida excepcional, así como las pruebas y alegatos de los promoventes, CC. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Parras de la Fuente, vertidas en el expediente recibido por este H. Congreso en fecha 21 de febrero del presente año no se advierte el acreditamiento de las causa previstas en el artículo 74 ni en el inciso f) o en ninguna otra del 75 del código municipal y la demás legislación aplicable.
Del mismo modo, debemos manifestar que del estudio de lo manifestado y de las pruebas vertidas en el expediente de fecha 17 de enero del presente año, del que nos apoyamos para mejor proveer sobre este asunto no se desprenden elementos suficientes para acreditar alguna de las causas previstas en los artículos 74 y 75 del Código Municipal.

Aunado a lo anterior, de lo vertido en los escritos de denuncia analizados tampoco se advierte que las conductas atribuidas al C. Evaristo Armando Madero Marcos, hayan provocado una afectación grave, sustancial o severa al funcionamiento del municipio y con ello se haya causado algún perjuicio a la población.
En base a lo anterior, esta Comisión estima que al no acreditarse dichas circunstancias y en pleno respeto del principio constitucional de libertad e independencia municipal, tiene a bien emitir el siguiente:
DICTAMEN

PRIMERO.- Esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia estima improcedente iniciar el procedimiento de revocación o suspensión de mandato del C. Presidente Municipal de Parras de la Fuente, Coahuila, de Zaragoza C.  Evaristo Armando Madero Marcos.

SEGUNDO.- Quedan a salvo los derechos de los CC. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Parras de la Fuente, para  promover las acciones legales relativas a responsabilidad administrativa o de otra naturaleza ante la Contraloría Municipal, la Auditoría Superior del Estado, el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado y las demás autoridades competentes.
TERCERO.- Comuníquese este dictamen en forma oficial a los C.C. Ramiro Pérez Arciniega, Concepción Guadalupe Robles Hernández, Fernando Silva Ponce y Amalia Josefina Flores Arizpe, Regidores y Síndico de Parras de la Fuente, en el domicilio señalado que lo es el ubicado en calle Juan Velázquez de Acuña número 912 Col. Virreyes Pensiones, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto planteada por el Presidente Municipal de Sacramento, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para continuar con los trámites de escrituración de las enajenaciones a título oneroso de los lotes de terreno con una superficie de 336,223.30 m2, en los que se encuentra constituido una parte del asentamiento humano irregular denominado “7 DE ABRIL”, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de  llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, en virtud de que el decreto número 15 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de marzo de 2015, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, de fecha 28 de febrero de 2018, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 19 de febrero de 2018, se aprobó por mayoría de los presentes del Cabildo, continuar con los trámites de escrituración de las enajenaciones a título oneroso de los lotes de terreno con una superficie de 336,223.30 m2, en los que se encuentra constituido una parte del asentamiento humano irregular denominado “7 DE ABRIL”, a favor de sus actuales poseedores, en virtud de que el decreto número 15 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de marzo de 2015, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

La superficie antes mencionada, se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE DE 336,223.30 M2

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                          Y

	1
	2
	300.00
	N 66°60’50”E
	2
	523.69
	121.95

	2
	3
	50.00
	N 23°59’10”W
	3
	503.37
	167.64

	3
	4
	483.00
	N 27°42’06”E
	4
	728.35
	596.14

	4
	5
	300.00
	N 23°59’10”W
	5
	606.40
	870.23

	5
	6
	100.00
	S 66°00’50”W
	6
	515.03
	829.58

	6
	7
	20.00
	S 25°33’38”W
	7
	506.40
	847.62

	7
	8
	100.00
	S 40°07’13”W
	8
	441.96
	771.15

	8
	9
	150.00
	N 78°55’58”E
	9
	589.18
	799.95

	9
	10
	425.00
	S 67°00’50”W
	10
	197.92
	633.98

	10
	11
	35.00
	S 27°14’12”W
	11
	213.94
	602.85

	11
	12
	218.00
	S 78°55’23”W
	12
	0.00
	560.98

	12
	1
	614.00
	S 23°59’10”W
	1
	249.60
	0.00


Dicho inmueble está inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Sacramento, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Monclova del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 4397, Libro 44, Sección I, de Fecha 15 de Julio de 2003.

TERCERO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con el trámite de escrituración para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la autorización y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Sacramento, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de continuar con los trámites de escrituración, otorgando certeza jurídica y un beneficio social a los actuales poseedores y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Sacramento, Coahuila de Zaragoza, para continuar con los trámites de escrituración de las enajenaciones a título oneroso de los lotes de terreno con una superficie de 336,223.30 m2, en los que se encuentra constituido una parte del asentamiento humano irregular denominado “7 DE ABRIL”, a favor de sus actuales poseedores, en virtud de que el decreto número 15 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 13 de marzo de 2015, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.

La superficie antes mencionada, se identifica con el siguiente:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

SUPERFICIE DE 336,223.30 M2

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                          Y

	1
	2
	300.00
	N 66°60’50”E
	2
	523.69
	121.95

	2
	3
	50.00
	N 23°59’10”W
	3
	503.37
	167.64

	3
	4
	483.00
	N 27°42’06”E
	4
	728.35
	596.14

	4
	5
	300.00
	N 23°59’10”W
	5
	606.40
	870.23

	5
	6
	100.00
	S 66°00’50”W
	6
	515.03
	829.58

	6
	7
	20.00
	S 25°33’38”W
	7
	506.40
	847.62

	7
	8
	100.00
	S 40°07’13”W
	8
	441.96
	771.15

	8
	9
	150.00
	N 78°55’58”E
	9
	589.18
	799.95

	9
	10
	425.00
	S 67°00’50”W
	10
	197.92
	633.98

	10
	11
	35.00
	S 27°14’12”W
	11
	213.94
	602.85

	11
	12
	218.00
	S 78°55’23”W
	12
	0.00
	560.98

	12
	1
	614.00
	S 23°59’10”W
	1
	249.60
	0.00


Dicho inmueble está inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Sacramento, en las oficinas del Registro Público de la ciudad de Monclova del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 4397, Libro 44, Sección I, de Fecha 15 de Julio de 2003.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es exclusivamente para continuar con el trámite de escrituración para llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la autorización y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO.  El Ayuntamiento del Municipio de Sacramento, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la LXI Legislatura del Congreso del Estado (2018-2020), quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del citado inmueble.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta de los beneficiarios.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos de este Decreto, se reconocerán las operaciones realizadas conforme a los Decretos previamente autorizados respecto a este predio, conforme a lo establecido en la Ley.

ARTÍCULO TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LXI LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Coordinadora


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Gabriela Zapopan Garza Galván

Secretaria


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Rosa Nilda González Noriega.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Zulmma Verenice Guerrero Cázares


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título oneroso, un excedente de vialidad en desuso con una superficie de 240.50 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la C. Rosa Leonor Herrera Arreola, con objeto de obtener certeza jurídica de la ampliación y construcción de su casa habitación y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra, el cual se desincorporo con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 21 de octubre de 2014.
RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, de fecha 14 de marzo del 2018, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de cabildo de fecha 16 de febrero de 2018, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, enajenar a título oneroso, un excedente de vialidad en desuso con una superficie de 240.50 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la C. Rosa Leonor Herrera Arreola, el cual se desincorporo con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 21 de octubre de 2014.

La superficie antes mencionada se identifica como excedente de vialidad en desuso con una superficie de 240.50 M2., ubicada en la avenida Jamaica entre la calle Valenzuela y la barda perimetral del campo militar La Joya en el Fraccionamiento “Latinoamericano” y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 13.00 metros y colinda con Campo Militar.

Al Sur:

mide 13.00 metros y colinda con Avenida Venezuela.

Al Oriente:

mide 18.50 metros y colinda con Lote 1 Manzana 6.

Al Poniente:
mide 18.50 metros y colinda con Lote 15 Manzana 5, propiedad del solicitante.

TERCERO. La autorización de esta operación es exclusivamente para que la C. Rosa Leonor Herrera Arreola pueda obtener certeza jurídica de la ampliación y construcción de su casa habitación y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. 

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Torreón, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar la posesión del predio y regularizar la tenencia de la tierra, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título oneroso, un excedente de vialidad en desuso con una superficie de 240.50 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Latinoamericano” de esa ciudad, a favor de la C. Rosa Leonor Herrera Arreola, el cual se desincorporo con Decreto número 592 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 21 de octubre de 2014.

La superficie antes mencionada se identifica como excedente de vialidad en desuso con una superficie de 240.50 M2., ubicada en la avenida Jamaica entre la calle Valenzuela y la barda perimetral del campo militar La Joya en el Fraccionamiento “Latinoamericano” y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 13.00 metros y colinda con Campo Militar.

Al Sur:

mide 13.00 metros y colinda con Avenida Venezuela.

Al Oriente:

mide 18.50 metros y colinda con Lote 1 Manzana 6.

Al Poniente:
mide 18.50 metros y colinda con Lote 15 Manzana 5, propiedad del solicitante.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es exclusivamente para que la C. Rosa Leonor Herrera Arreola pueda obtener certeza jurídica de la ampliación y construcción de su casa habitación y llevar a cabo la regularización de la tenencia de la tierra. 

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término de la LXI Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila (2018-2020), se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LXI LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos

Coordinadora


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Gabriela Zapopan Garza Galván

Secretaria


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Rosa Nilda González Noriega.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Zulmma Verenice Guerrero Cázares


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA





